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Jurisprudencia 

Reseña judicial e-Dictum 

SENTENCIA 674/2023 DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
CIVIL, DE 5 DE MAYO DE 2023 

(…) 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

PRIMERO.- Resumen de antecedentes  

1. Para la resolución del presente recurso resultan 
relevantes los siguientes antecedentes de hecho 
acreditados en la instancia:  

1.1. Los hermanos D. Eugenio (demandante) y D. 
Felipe son titulares, en la proporción que se dirá, 
de un grupo de sociedades familiares integrado 
por CDC HIACRE, S.A., INVERDELVAL S.L., CDC 
ACEROS, S.L. y CENTRO LOGÍSTICO SIDERÚRGICO, 
S.L. (esta última constituida en 2006, con 
posterioridad a los acuerdos entre los socios y las 
sociedades citadas que se reseñarán después), 
cuyo origen se encuentra en una actividad 
metalúrgica iniciada por su padre (D. Ovidio) en un 
pequeño taller en los años noventa.  

1.2. En cuanto al origen, la estructura de capital y 
los órganos de administración de esas sociedades, 
de las sentencias de instancia resulta lo siguiente: 

(a) CDC HIACRE: (i) se constituye el 25 de enero de 
1996 con la suscripción de 490 acciones por 
Eugenio (49% del capital social), 490 acciones por 
Felipe (49%), y 20 acciones por el Sr. Virgilio (2%); 
(ii) en ese momento se nombra a Eugenio y Felipe 
como administradores solidarios; (iii) el 22 de julio 
de 1997, D. Ovidio compró las 20 acciones del Sr. 
Virgilio y suscribió otras 1.647 acciones en la 
ampliación de capital acordada en la misma fecha; 
(iv) ese mismo día D. Ovidio transmitió a sus hijos 
la nuda propiedad de la totalidad de las acciones 
adquiridas, con reserva para sí del usufructo y del 
derecho de voto (a cambio de una renta mensual 
de 6.000 euros); (v) en la escritura de ampliación 
de capital se cambió el órgano de administración, 
pasando de dos administradores solidarios ( 
Eugenio y Felipe) a un consejo de administración 

integrado por los dos hermanos y por su padre, al 
que se nombra presidente; se designó a los tres 
miembros del consejo como consejeros 
delegados, debiendo ejercer sus facultades de 
forma mancomunada por dos de los tres 
consejeros; (vi) el 22 de noviembre de 2000 se 
amplió de nuevo el capital de la sociedad con la 
suscripción de 2.500 nuevas acciones por cada uno 
de los dos hermanos; (vii) tras esa nueva 
ampliación y después de una compra de acciones 
para autocartera efectuada el 24 de marzo de 
2006, la estructura de capital de CDC HIACRE 
quedó así: autocartera 2,60%; Eugenio 48,70%, y 
Felipe 48,70%; (viii) el 10 de mayo de 2007, se 
otorgó una escritura de reelección de los cargos 
sociales; (ix) el 28 de junio de 2010 se celebró 
junta general de socios en la que, mediante 
acuerdos adoptados con el voto favorable del 
demandado ( Felipe), actuando en nombre propio 
y también en representación de su padre como 
usufructuario y titular del derecho de voto de 
1.667 acciones, se cesó a los miembros del consejo 
de administración, se modificó el sistema de 
administración, pasando a dos administradores 
solidarios, y se designó a Felipe y a Ovidio como 
administradores solidarios.  

(b) INVERDELVAL: (i) se constituyó el 28 de 
septiembre de 1993, por los hermanos Eugenio y 
Felipe y su padre Ovidio, con la suscripción cada 
uno de ellos del 33,33% del capital social; (ii) en la 
escritura fundacional se designaron como 
administradores solidarios de la compañía a 
Eugenio y Felipe; (iii) el 22 de noviembre de 2000 
se modificó el sistema de administración, pasando 
de dos administradores solidarios a tres 
administradores mancomunados ( Eugenio, Felipe 
y Ovidio), pudiendo ejercer dos cualesquiera de 
ellos las funciones propias del órgano de 
administración; (iv) el 10 de mayo de 2001, Ovidio 
transmitió a cada uno de sus hijos la nuda 
propiedad de 8.317 participaciones sociales, 
reservándose el usufructo vitalicio y el derecho de 
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voto; (v) tras esa transmisión la estructura de 
capital quedó así: Eugenio 50%, y Felipe 50%; (vi) 
el 28 de junio de 2010, se celebró junta general de 
socios, en la que mediante acuerdos adoptados 
con el voto favorable del demandado, Felipe, 
actuando en nombre propio y también en 
representación de su padre, se cesó a los dos 
administradores mancomunados, se modificó el 
sistema de administración, pasando de dos 
administradores mancomunados a dos 
administradores solidarios, y se designó a Felipe y 
a Ovidio como administradores solidarios.  

(c) CDC ACEROS: (i) se constituyó el 31 de mayo de 
1994, también por los hermanos Eugenio y Felipe 
y su padre Ovidio, con la suscripción cada uno de 
ellos del 33,33% del capital social; (ii) en la 
escritura fundacional se designaron como 
administradores mancomunados a los hermanos 
Eugenio y Felipe; (iii) el 22 de junio de 2012, 
Ovidio, representado por su hijo Felipe, transmitió 
a éste la nuda propiedad de las 10 participaciones 
sociales de las que era titular, con reserva a favor 
de aquél del derecho de usufructo vitalicio; (iv) 
tras esta transmisión la estructura de capital de 
esta sociedad quedó así: Eugenio 33,33%, y Felipe 
66,66%; (v) el 4 de marzo de 2013, se celebró junta 
general de socios en la que, con el voto favorable 
de Felipe, se acordó el cese de los dos 
administradores mancomunados ( Eugenio y 
Felipe), el cambio de sistema de administración, 
pasando de dos administradores mancomunados 
a un administrador único, cargo para el que se 
designó a Felipe.  

(d) Finalmente, en cuanto a CENTRO LOGÍSTICO 
SIDERÚRGICO, S.L. (CLS): (i) se constituyó el 27 de 
junio de 2006 por los dos hermanos Eugenio y 
Felipe, con la asunción del cincuenta por ciento del 
capital social cada uno de ellos (50.000 
participaciones); (ii) posteriormente, 
transmitieron a D. Samuel 1 participación cada 
uno de ellos (si bien éste las vendió después a 
aquellos, que mantuvieron la estructura inicial de 
capital).  

1.3. Los hermanos Eugenio y Felipe, en nombre 
propio y en representación de las sociedades CDC 
HIACRE, INVERDELVAL y CDC ACEROS, 
suscribieron el 1 de abril de 2004 un "Acuerdo de 

Socios" (en adelante "Acuerdo de socios" o 
"Acuerdo"), en el que tras exponer que eran 
titulares de la totalidad del capital social de las dos 
primeras sociedades y del 66,66% de la tercera, 
declaran que el "Acuerdo" tiene por objeto 
regular, junto con los Estatutos sociales de las tres 
sociedades, las relaciones entre los socios. En lo 
ahora relevante, el "Acuerdo" tenía el siguiente 
contenido, según la transcripción extractada que 
hizo la Audiencia:  

""Las partes acuerdan expresamente que para la 
válida adopción por la Junta General de 
Accionistas de CDC HIACRE de cualquier acuerdo 
sobre las materias referidas en la presente 
cláusula será necesario el voto favorable de al a 
menos un cincuenta y uno (51) de las acciones en 
que se divida el capital social de CDC HIACRE no 
computándose a tal efecto los votos en blanco. Los 
acuerdos a que se refiere la presente cláusula son 
los siguientes: ... e) La modificación del Órgano de 
Administración de CDC HIACRE, el cese y 
nombramiento de los administradores así como la 
fijación de número de miembros del Consejo de 
administración en cada momento" (cláusula 4); 
"Las partes acuerdan que para la válida adopción 
por la Junta General de socios de INDERVAL de 
cualquier acuerdo sobre las materias referidas en 
la presente cláusula será necesario el voto 
favorable de al menos un cincuenta y uno (51) por 
ciento de las participaciones sociales en que se 
divida el capital de INVERDELVAL, no 
computándose a tal efecto los votos en blanco. Los 
acuerdos a que se refiere la presente cláusula son 
los siguientes: ...c) cualquier modificación de los 
estatutos sociales, d) La distribución de dividendos 
así como la aplicación de resultados, e) La 
modificación del Órgano de Administración de 
INTERDELVAL, el cese y nombramiento de los 
administradores, así como la fijación del número 
de miembros del Consejo de Administración en 
cada momento" (Cláusula 5); "Las partes 
manifiestan que CDC HIACRE está administrada 
por un Consejo de Administración integrada por 
tres miembros D. Ovidio, D. Eugenio y D. Felipe 
"Las partes convienen que la adopción por el 
Consejo de Administración de cualquiera de las 
decisiones sobre las materias que a continuación 
se detalla requerirá el voto favorable de la 
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totalidad de los miembros del Consejo de 
Administración. En defecto de la unanimidad 
requerida se solicitará un dictamen al Consejo 
Asesor, que será vinculante para el Consejo de 
Administración. Las materias a que se refiere la 
presente cláusula son la siguientes: a) La 
modificación, resolución o celebración de nuevos 
contratos de trabajo en relación con el EQUIPO 
DIRECTIVO y en especial i) Cese o nombramiento 
del director general, ii) Determinación de la 
retribución fija y/o variable del director general, 
iii) La aprobación de cualquier gasto por importe 
superior en al menos de un diez por ciento a lo 
acordado en el presupuesto anual o en el relativo 
a una obra o proyecto concreto....d) La ejecución 
de todo contrato o acuerdo relevante que se 
aparte del curso ordinario de los negocios de CDC 
HIACRE ...h) Otorgamiento o avales o garantías en 
favor de terceros" (Cláusulas 7.1, y 4 a), b), d) y h). 
"Las partes manifiestan que INVERDELVAL está 
administrada por dos administradores 
mancomunados D. Eugenio y D. Felipe" (Cláusula 
8.1)"  

2.- D. Eugenio presentó una demanda contra D. 
Felipe en la que pedía sentencia por la que (i) se 
declarase la resolución del Acuerdo de Socios de 1 
de abril de 2004, por incumplimiento grave de sus 
cláusulas por parte del demandado; (ii) se 
declarase la existencia de perjuicios materiales 
derivados del incumplimiento del Acuerdo de 
Socios, valorados económicamente a fecha de 
interposición de la demanda en 6.203.752 euros; 
(iii) se condenase al demandado a indemnizar al 
demandante en la citada cantidad de 6.203.752 
euros, más los intereses legales que dicha suma 
devengue desde la interposición de la demanda. 
Además, pedía que se declarase la existencia de 
daños morales derivados del incumplimiento del 
Acuerdo de Socios, valorados en 300.000 euros, y 
se condenase al demandado a abonar al 
demandante en tal importe, más los intereses 
legales.  

3.- El juzgado de primera instancia dictó sentencia 
que desestimó íntegramente la demanda. Tras 
exponer ampliamente las alegaciones de las 
partes y la prueba practicada (documental, 
testifical y pericial), así como la jurisprudencia de 

esta sala sobre la exceptio non adimpleti 
contractus y sobre la doctrina de los actos propios, 
concluyó que no procedía declarar la resolución 
porque, si bien consideró acreditado que el 
demandado incumplió el Acuerdo de Socios de 1 
de abril de 2004 en diversas ocasiones, sin 
embargo, también estimó acreditado que el citado 
Acuerdo no fue aplicado por ninguna de las partes, 
quienes actuaron al margen del Acuerdo, sin que 
desde su firma hasta el año 2015 el actor 
requiriese al demandado para que adecuara su 
conducta a lo establecido en el Acuerdo, por lo 
que "aceptaba, aunque fuera tácitamente la 
gestión que realizaba el Sr. Felipe". Conclusión que 
apoya en el siguiente extracto de la prueba 
testifical practicada y subsiguientes 
consideraciones jurídicas:  

"[...] de la prueba practicada ha resultado 
acreditado que el demandado, Sr. Felipe, 
incumplió el Acuerdo de Socios de fecha 1 de abril 
de 2004, en diversas ocasiones, sin embargo, tal 
como se expuso en el quinto fundamento de 
derecho de la presente resolución, de la prueba 
practicada se desprende que el citado Acuerdo no 
resultó de aplicación por ninguna de las partes, 
pues en este sentido declararon los testigos Sres. 
Epifanio, Eulogio, Evaristo y Sra. Eulalia, tal como 
se ha fijado en el citado fundamento de derecho, 
en el que se expuso que: Así el Sr. Epifanio, 
director financiero desde el año 1996 hasta el año 
2010, en la totalidad de las empresas de ambas 
partes, sostuvo que durante los años 2004 a 2010, 
él nunca vio aplicar el Acuerdo de Socios, y que a 
pesar de que las partes firmaran el Acuerdo de 
socios, estos actuaban en sus respectivos ámbitos 
sin someter sus decisiones a la autorización del 
Consejo de Administración, puesto que cada uno 
llevaba su parcela. El Sr. Epifanio, incluso reiteró 
que después de la firma del Acuerdo de Socios, no 
se siguieron las previsiones del mismo. Por otro 
lado el Sr. Eulogio, explicó que tanto el Sr. Eugenio 
como el Sr. Felipe actuaban sin someter sus 
decisiones al Consejo de Administración, ya que 
cada uno tenía su actividad en la empresa y 
actuaban de forma independiente. A mayor 
abundamiento, sostuvo que nunca tuvo 
conocimiento de que se hubieran celebrado 
reuniones. Extremo este último que aparece 
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corroborado también por el testigo Sr. Evaristo, 
asesor jurídico de las mercantiles desde el año 
2000 hasta el año 2016 inclusive, el cual intervino 
en la elaboración del Acuerdo de Socios, y 
manifestó que el Consejo nunca se reunió en el 
marco del Acuerdo de Socios, y que tenía 
constancia que el Acuerdo no se cumplía. Por 
último, contamos con la testifical de la Sra. Eulalia, 
la cual se pronuncia en el mismo sentido que los 
anteriores, la cual sostuvo que mientras que ella 
fue empleada de la empresa, el Sr. Felipe, era el 
comercial, y el Sr. Eugenio, era el director de 
compras, y cada uno de ellos tenía autonomía en 
su departamento, y que por el clima de tensión 
entre las partes, el consenso en las actuaciones no 
era posible ya que se hubieran bloqueado. [...]  

"A mayor abundamiento, la Sra. Eulalia, puso de 
manifiesto también los incumplimientos por parte 
del actor, Sr. Eugenio, respecto del Acuerdo de 
Socios, en relación a los asuntos: CLS, INCOFLUID 
y MARITIME QUATE.  

"Así de la prueba practicada se desprende que si 
las partes, a través de sus respectivos actos, 
habían dejado al margen los acuerdos 
parasociales, durante varios años (12 años), lo que 
no puede pretender la parte actora, es ejercitar 
una demanda, fundada exclusivamente en los 
incumplimientos por parte del Sr. Felipe, cuando 
ninguna de las partes aplicaba el mismo, ya que 
ello implica ir en contra de sus propios actos, 
incluso cuando el propio actor, incumplió el 
mismo. Así, para que un acto propio vincule es 
preciso que cause estado. Hay que recordar que 
los actos propios vienen definidos en el artículo 
111.8 del CCCat que dice que: [...]. O como indica 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo en 
sentencias de 20 de enero y 9 de mayo de 2000, y 
en la de 21 de mayo de 2001, que: "Esta Sala tiene 
declarado que para la aplicación de la doctrina de 
los actos propios es preciso que los hechos tengan 
una significación y eficacia jurídica contraria a la 
acción ejercitada ( SSTS de 6 de abril y 4 de julio de 
1962) y como ha señalado la STS de 28 de enero 
de 2000 "el principio general de derecho que veda 
ir contra los propios actos ("nemo potest contra 
proprium actum venire"), como límite al ejercicio 
de un derecho subjetivo o de una facultad, cuyo 

apoyo legal se encuentra en el art. 7.1 del Código 
Civil que acoge la exigencia de la buena fe en el 
comportamiento jurídico, y con base en el que se 
impone un deber de coherencia en el tráfico sin 
que sea dable defraudar la confianza que 
fundadamente se crea en los demás, precisa para 
su aplicación la observancia de un 
comportamiento (hechos, actos) con conciencia 
de crear, definir, fijar, modificar, extinguir o 
esclarecer una determinada situación jurídica, 
para lo cual es insoslayable el carácter 
concluyente e indubitado, con plena significación 
inequívoca, del mismo, de tal modo que entre la 
conducta anterior y la pretensión actual exista una 
incompatibilidad o contradicción, en el sentido 
que, de buena fe, hubiera de atribuirse a la 
conducta anterior, y esta doctrina (recogida en 
numerosas SSTS como las de 27 de enero y 24 de 
junio de 1996, 19 de mayo, 23 de julio de 1998, 30 
de enero, 3 de febrero, 30 de marzo y 9 de julio de 
1999), no es de aplicación cuando la significación 
de los precedentes fácticos que se invocan tienen 
carácter ambiguo e inconcreto ( SSTS de 23 de julio 
de 1997 y 9 de julio de 1999), o carecen de la 
trascendencia que se pretende para producir el 
cambio jurídico"".  

4.- El demandante interpuso un recurso de 
apelación contra la sentencia de primera 
instancia, que la Audiencia desestimó 
íntegramente. Tras remitirse a los fundamentos 
jurídicos de la sentencia de primera instancia, la 
Audiencia repasa el contenido del "Acuerdo de 
Socios" y los incumplimientos del demandado 
advertidos en la sentencia apelada, así como la 
conclusión de la juzgadora a quo en el sentido de 
que el "Acuerdo" no fue cumplido por ninguna de 
las partes; a continuación el tribunal de apelación 
pasa a exponer la jurisprudencia de esta Sala 
Primera sobre la doctrina de los actos propios, sus 
requisitos, así como sobre la exceptio non 
adimpleti contractus (excepción de contrato no 
cumplido), señalando como su fundamento la 
exigencia del cumplimiento simultáneo de las 
prestaciones recíprocas y su relación con la 
dinámica resolutoria del contrato. Después, entra 
a revisar la prueba practicada en el supuesto 
enjuiciado, especialmente la testifical, incidiendo 
en la idea reiterada por varios testigos de que los 
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socios Eugenio y Felipe actuaban al margen de lo 
acordado en los "Acuerdos", de forma 
independiente el uno del otro, sin someter sus 
decisiones a la aprobación del consejo de 
administración, ni convocar al consejo asesor. 
Entre esas declaraciones testificales destacan por 
su relevancia las del director financiero D. 
Epifanio, el asesor fiscal D. Eulogio, y el asesor 
jurídico D. Evaristo:  

"Sexta. El testigo D. Epifanio manifiesta a) que fue 
director financiero desde 1996 hasta 2010, b) que 
el testigo formaba parte del comité asesor, pero 
nunca fue convocado a reunión alguna de ese 
consejo asesor, ni nunca vio aplicarse el acuerdo 
de socios en el día a día de la empresa, c) que dicho 
consejo tenía como función arbitrar en las 
desavenencias entre los dos hermanos, pero 
nunca fue requerido para ello, d) que a pesar del 
acuerdo de socios tanto Eugenio como Felipe, uno 
en compras otro en ventas actuaban sin someter 
sus decisiones a la autorización del consejo de 
administración, actuaban y decidían con plena 
autonomía el uno del otro, e) que después del 
acuerdo de socios no se siguieron las previsiones 
del mismo, f) que el motivo principal de las 
disputas entre los socios surgió como 
consecuencia de las discrepancias respecto de 
CLS, empresa que era gestionada por Eugenio con 
el gerente de esa empresa Alejandro, g) que el 
apoyo financiero de los bancos al grupo era de 
11.000.000 euros, h) que nunca se consultó al 
consejo asesor ni al consejo de administración 
respecto de ese apoyo financiero, i) que la razón 
por la que Hiacre compró el estoc de CLS es porque 
ésta estaba en una situación de quiebra y se 
trataba de salvarla dándole una tesorería de algún 
modo, la decisión fue consensuada por los 
hermanos, por los gerentes y por el dicente, pero 
Eugenio pidió una factura suplementaria porque 
dijo que el acero había subido. Con lo cual 
tampoco el testigo estaba de acuerdo, en 
definitiva Eugenio trataba de boicotear con tal de 
apoyar CLS, j) el director general Blas cesó en el 
año 2008 pero tras su cese no se nombró otro 
director general, k) que en el 2009 CLS adeudaba 
a Hiacre aproximadamente un millón y medio de 
euros, l) que CLS se creó como empresa trading, 
con escaso estoc, para que comprara cuando la 

venta ya estaba hecha, con un margen de medio 
millón de euros pero en esas fechas se habían 
superado los dos millones de euros, Eugenio 
quería seguir apoyando a esa empresa, que no 
tenía medios, pero Felipe quería parar porque la 
otra actitud habría puesto en peligro a Hiacre 
porque las entidades bancarias llegaron a decir 
que no daban más crédito por la situación de CLS, 
en ese contexto se produce el enfrentamiento 
entre los hermanos, Eugenio amenaza con llevar 
las empresas a la ruina si su hermano no continúa 
con la intención de financiar a CLS, ll) que el testigo 
firmó un préstamo de 100.000 euros de Hiacre 
favor de Eugenio fruto de las conversaciones entre 
los dos hermanos sin que se recabara el acuerdo 
del consejo de administración a pesar de que ese 
consentimiento venía exigido por el acuerdo de 
socios, pero éste no se había ejecutado nunca, ni 
siquiera se citaba, para nada.  

"Séptima.- El testigo D. Eulogio manifiesta a) que 
fundamentalmente ha sido el asesor fiscal en 
tema de impuestos y posteriormente en tema 
económico desde la creación de la empresa desde 
1981 ó 1982 hasta mediados de 2016, b) que sabe 
de la existencia del acuerdo de socios, c) que 
después de éste, que se les dio para firmar nunca 
tuvo conocimiento de ninguna reunión con el 
testigo de asesor o del consejo u otra por lo cual 
no se siguió por ninguna de las partes, cada uno de 
los hermanos actuaba independientemente sin 
aprobación del consejo de administración, 
Eugenio llevaba compras y el otro 
fundamentalmente ventas, e) que CENTRO 
LOGISTICO SIDERÚRGICO (CLS) se apoyaba 
totalmente en el crédito financiero de "CDC 
Hiacre", sin el acuerdo del consejo de 
administración, y el 2009 se le tuvo que comprar 
el estoc para salvarla de una suspensión de pagos 
porque debía mucho a sus proveedores, f) que la 
negativa de Felipe a que Hiacre siguiera 
financiando a CLS provocó en Eugenio una actitud 
de boicot, empezó a poner trabas y dificultades, si 
se hubiese seguido financiando, el riesgo para 
Hiacre hubiese sido muy elevado, g) CLS nace 
como empresa de trading, para comprar y vender 
acero de una forma rápida, pero la vocación de no 
tener un estoc o de tenerlo mínimo no se cumplió, 
h) que le dijo a Eugenio el perjuicio que supondría 
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el camino de pleitos y que éste contestó que con 
tal de que su hermano no se saliese con la suya 
estaba dispuesto a perder el patrimonio, i) que 
Eugenio había aceptado la compra de "Incofluid", 
pero en el momento de pagar puso problemas 
porque no conseguía lo que pedía para CLS, I) que 
a finales de 2010 las empresas se quedaron sin 
financiación bancaria. De tener 11 ó 12 millones 
de financiación pasaron a tener 0, lo que afectó de 
forma totalmente negativa a las empresas y ello se 
ha arrastrado los años 2011, 2012 y 2013 en que 
el dicente seguía como asesor, el testigo tenía 
serias dudas de que la empresa pudiese continuar, 
j) que los hermanos plantearon la idea de 
separarse a iniciativa de Eugenio, el testigo dijo 
que como no se trataba de un problema 
empresarial sino personal Hacienda no daba 
ahorro de impuestos y que el testigo dijo que los 
impuestos podrían llegar a un millón de euros y 
que la cosa quedó así.  

"Octava.-El testigo D. Evaristo manifiesta a) que 
era asesor jurídico de las empresas de ambas 
partes hasta el año 2015, b) que la impresión del 
dicente es que después de firmarse el acuerdo no 
se seguían las instrucciones del mismo, c) que en 
el marco del acuerdo de socios nunca se reunió el 
consejo asesor, d) que en el acuerdo de socios 
había una figura que era el director general, éste 
era el Sr Blas que cesó en el año 2008 pero ya no 
se nombró otro director general, e) que no 
recuerda que con anterioridad a 2015 algún socio 
requiriera al otro de cumplimiento del acuerdo de 
socios".  

Finalmente, en relación con la prueba pericial 
sobre los supuestos perjuicios reclamados, la 
Audiencia razona: 

"Novena. D. Manuel perito a instancia del actor 
cuantifica los perjuicios causados por el 
demandado; pero D. Jose Francisco, perito a 
instancia del demandado aclara a) que respecto 
del primer concepto, no es correcta la 
comparación de la compañía con otras tres del 
sector, puesto que pueden disminuir los 
beneficios aun cuando el administrador lleve a 
cabo praxis correcta, por otro lado únicamente 
computa el beneficio bruto sin tener en cuenta los 
impuestos y los otros gastos de la sociedad, 

además omite el usufructo del padre de los 
litigantes y que la presencia de administrador 
judicial y la pérdida de financiación fuesen 
factores determinantes de la disminución de los 
beneficios de la sociedad, en definitiva el perito de 
la actora no analiza las causas de disminución de 
los beneficios, por ejemplo no tiene en cuenta que 
está funcionando la sociedad "ERKHO SIDER SL" de 
la que es administradora la esposa del 
demandante y se constituye cuando aparecen los 
problemas, b) por lo que se refiere al segundo 
concepto no hay prueba de la falta de existencias 
a que se refiere el perito de la actora, en todo caso 
éstas empiezan a disminuir siendo aun dos los 
administradores, c) que el hecho de las pérdidas 
no está justificado por lo que no procede 
indemnización ninguna el hecho de que no 
consten ingresos por rendimientos del trabajo no 
significa que el actor dejara de percibir ingresos 
indirectos de las mismas sociedades o de otras, 
por otra parte en períodos anteriores tampoco 
constan declaraciones de renta por rendimientos 
del trabajo, en todo caso si se deja de realizar un 
trabajo no hay ninguna razón para seguir 
cobrando del mismo".  

Tras esa exhaustiva exposición de la 
jurisprudencia, testimonios y prueba pericial 
reseñada, la Audiencia concluyó que, conforme a 
lo expuesto, procedía la desestimación del recurso 
y la confirmación de la sentencia impugnada. 

5.- El demandante ha interpuesto un recurso de 
infracción procesal, que articula en cuatro motivos 
de los que solo ha resultado admitido el primero, 
y otro recurso de casación, fundado en tres 
motivos que han sido admitidos.  

Recurso extraordinario por infracción procesal  

SEGUNDO.- Formulación y admisibilidad del 
primer motivo.  

1.- El primer motivo se formula al amparo del art. 
469.1. 2.º LEC, por infracción de las normas 
procesales reguladoras de la sentencia expresadas 
en el art. 218.2 LEC, al incurrir la sentencia 
impugnada en falta de motivación y 
exhaustividad.  
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2.- En su desarrollo, se alega, en síntesis, que la 
infracción denunciada se habría producido porque 
la sentencia de la Audiencia no expresa los 
razonamientos fácticos y jurídicos, ni la 
interpretación que conducen a la decisión judicial, 
en relación con las cuestiones esenciales 
planteadas en el recurso de apelación.  

TERCERO.- Decisión de la sala. La sentencia de la 
Audiencia no incurrió en el defecto de falta de 
motivación. Desestimación  

1.- El motivo debe ser desestimado. Como hemos 
declarado reiteradamente (por todas, sentencia 
497/2022, de 24 de junio), la motivación de las 
resoluciones judiciales constituye una 
manifestación del derecho a la tutela judicial 
efectiva que proclama el art. 24.1 de la CE. Se 
corresponde con el derecho de todas las personas 
a obtener una respuesta fundada de los tribunales 
de justicia, al tiempo que constituye una expresión 
de la sujeción de los jueces al imperio de la ley, en 
el ejercicio de sus exclusivas funciones 
jurisdiccionales ( art. 117.1 CE).  

Esta exigencia de motivación, consagrada 
normativamente en los arts. 120.3 de la 
Constitución y 218.2 LEC, cumple tres funciones 
fundamentales en un Estado de Derecho: 
garantizar la aplicación de la ley al margen de 
cualquier clase de arbitrariedad, comprobando 
que la resolución judicial que zanja el conflicto 
responde a una razonada aplicación del 
ordenamiento jurídico ( art. 9.3 CE); permitir el 
control jurisdiccional interno a través del régimen 
legal de los recursos preestablecidos, y la 
consideración de la persona como centro del 
sistema merecedora de explicaciones dimanantes 
de la Administración de Justicia, de manera tal que 
tenga constancia de las razones por mor de las 
cuales se estiman o desestiman sus pretensiones ( 
sentencias 465/2019, de 17 de septiembre y 
438/2021, de 22 de junio, y 706/2021, de 19 de 
octubre, entre otras).  

La motivación ha de ser manifestación suficiente 
de la justificación causal del fallo, mediante la 
expresión de las razones de hecho y de Derecho 
que integran el proceso lógico-jurídico que 
conduce a la decisión tomada, al margen de que 

satisfaga o no los intereses y pretensiones de las 
partes (sentencias del Tribunal Constitucional - 
SSTC- 14/91, 28/94, 153/95 y 33/96 y sentencias 
de esta sala 889/2010, de 12 de enero de 2011 y 
465/2019, de 17 de septiembre, entre otras). En 
consecuencia, se vulnera tan ineludible exigencia 
cuando (i) no hay motivación -carencia total-, (ii) 
cuando es completamente insuficiente, y también 
(iii) cuando la motivación está desconectada con la 
realidad de lo actuado o da lugar a un resultado 
desproporcionado o paradójico ( sentencia 
180/2011, de 17 de marzo).  

Como hemos declarado en la sentencia 278/2022, 
de 31 de marzo (con cita de otras anteriores), al 
resumir la doctrina constitucional sobre el deber 
de motivación:  

"El Tribunal Constitucional ha venido declarando 
que la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE 
incluye el derecho a obtener de los órganos 
judiciales una respuesta razonada, motivada y 
congruente con las pretensiones oportunamente 
deducidas por las partes. La razón última que 
sustenta este deber de motivación reside en la 
sujeción de los jueces al Derecho y en la 
interdicción de la arbitrariedad del juzgador ( art. 
117.1 CE), cumpliendo la exigencia de motivación 
una doble finalidad: de un lado, exteriorizar las 
reflexiones racionales que han conducido al fallo, 
potenciando la seguridad jurídica, permitiendo a 
las partes en el proceso conocer y convencerse de 
la corrección y justicia de la decisión; de otro, 
garantizar la posibilidad de control de la 
resolución por los Tribunales superiores mediante 
los recursos que procedan, incluido el amparo. [...] 
sin que exista un derecho fundamental a una 
determinada extensión de la motivación, 
cualquiera que sea su brevedad y concisión, 
incluso en supuestos de motivación por remisión ( 
SSTC 108/2001, de 23 de abril, y 68/2011, de 16 de 
mayo).  

"De este modo, "deben considerarse 
suficientemente motivadas aquellas resoluciones 
que vengan apoyadas en razones que permitan 
invocar cuáles han sido los criterios jurídicos 
esenciales fundamentadores de la decisión, es 
decir, la ratio decidendi que ha determinado 
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aquélla" ( sentencias 294/2012, de 18 de mayo, y 
736/2013, de 3 de diciembre)".  

2.- Por otra parte, como declaró la sentencia de 
esta sala 661/2011, de 4 de octubre, nuestro 
sistema admite la llamada "motivación por 
remisión" que tiene lugar, como precisa la 
sentencia 380/2002, de 30 de abril, "cuando el 
Juez ad quem se limita a asumir la argumentación 
utilizada en la sentencia apelada, sin incorporar 
razones jurídicas nuevas a las incorporadas por 
aquella, lo que constituye motivación y no deja de 
satisfacer la exigencia constitucional de tutela 
judicial efectiva" ( sentencias 357/2009, de 1 de 
junio, 485/2009, de 25 de junio, 804/2010, de 16 
de diciembre, y 551/2010, de 20 de diciembre); 
admitiéndose en la 670/2010, de 4 de noviembre, 
que en determinados supuestos incluso la 
remisión tácita puede satisfacer la exigencia 
constitucional de tutela judicial efectiva.  

En este sentido, las sentencias de 13 de junio de 
2005 (rec. 4698/98) y 804/2010, de 16 de 
diciembre, declararon:  

"[...] como muy reiteradamente han declarado 
tanto el Tribunal Constitucional como esta Sala, el 
deber de motivación de las sentencias se cumple 
cuando, al margen de su mayor o menor 
extensión, éstas expresan la razón causal del fallo, 
es decir, los fundamentos fácticos y jurídicos de su 
decisión. De ahí que no sea imprescindible una 
exhaustiva descripción del proceso intelectual del 
juzgador ( SSTC 100/87, 209/93 y 122/94), que una 
motivación lacónica y por remisión pueda cumplir 
también la referida exigencia constitucional ( SSTC 
175/92 y 115/96), que las sentencias civiles no 
hayan de tener necesariamente un apartado 
específico de hechos probados ( SSTS 14-3-95, 13-
4-96, 27-11-97, 9-6-98 y 23-5-03 entre otras 
muchas) o que tampoco sea imprescindible la cita 
expresa de preceptos legales ( SSTS 20-12-96 y 16-
6-00); pero de ahí, también, que por la función de 
garantía que cumple la motivación ( STC 49/92), en 
cuanto índice de legitimidad de la función 
jurisdiccional dado el carácter vinculante de la ley 
( STC 66/89) e incluso por su finalidad añadida de 
convencer a la opinión pública ( STC 55/87), la 
sentencia no pueda considerarse debidamente 
motivada cuando resulte imposible conocer las 

verdaderas razones de su fallo ( STS 22-4-02) o no 
resuelva la cuestión verdaderamente planteada ( 
SSTS 14-4-99 y 9-6-04)".  

3.- En el caso, la sentencia de apelación contiene 
una remisión expresa a los fundamentos jurídicos 
de la sentencia de primera instancia (fundamento 
jurídico primero). Al analizar esa resolución, cuyos 
razonamientos asume la Audiencia, se observa 
que, lejos de incurrir en falta de motivación, la que 
contiene es prolija y exhaustiva. En su 
fundamentación jurídica (i) se expone de forma 
detallada la prueba practicada (fundamento 
tercero); (ii) se razonan las reglas aplicables a la 
valoración y carga de la prueba (fundamento 
cuarto); (iii) se concluye que el acuerdo de socios 
litigioso no fue aplicado en la práctica por ninguna 
de las partes (fundamento quinto); (iv) se 
examinan los incumplimientos imputados al 
demandado por la actora y los que de ellos estima 
acreditados la juzgadora (fundamento sexto); 
pero, a la vista de la conducta de los dos socios, 
actuando al margen de lo pactado en el "Acuerdo" 
durante más de diez años, colige que la denuncia 
de los incumplimientos que hace el demandante 
constituye una actuación contraria a sus propios 
actos; (v) a continuación, agotando la 
contestación a las cuestiones planteadas, tras 
exponer la jurisprudencia sobre la exceptio non 
adimpleti contractus, reitera que si bien "ha 
quedado acreditado que el demandado Sr. Felipe, 
incumplió el Acuerdo de socios de fecha 1 de abril 
de 2004 en diversas ocasiones, sin embargo, tal 
como se expuso en el quinto fundamento de 
derecho de la presente resolución, de la prueba 
practicada se desprende que el citado Acuerdo no 
resultó de aplicación por ninguna de las partes"; 
idea en la que insiste en relación con diversas 
circunstancias (falta de convocatoria regular del 
consejo asesor, actuaciones del actor en relación 
con los asuntos CLS, INCOFLUID y MARITIME 
QUATE, etc); y (vi) concluye que:  

"de la prueba practicada se desprende que las 
partes, a través de sus respectivos actos, habían 
dejado al margen los acuerdos parasociales, 
durante varios años (12 años), lo que no puede 
pretender la parte actora es ejercitar una 
demanda fundada exclusivamente en los 
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incumplimientos por parte del Sr. Felipe, cuando 
ninguna de las partes aplicaba el mismo, ya que 
ello implica ir en contra de sus propios actos, 
incluso cuando el propio actor incumplió el 
mismo" (p. 67) [...]  

"Expuesto lo anterior, a la vista de la prueba 
practicada, testificales y documental, 
acompañada a los autos, desde que en fecha 1 de 
abril de 2004 las partes firmaron el acuerdo de 
socios, ambas partes actuaron al margen del 
mismo, por lo que los socios firmantes y partes en 
el presente procedimiento, desde el primer 
momento han actuado durante 12 años como si 
jamás lo hubieran firmado" [p. 68]. 

Recapitulando lo dicho, cabe destacar que, 
además de asumir como propia esta 
fundamentación, la Audiencia reitera, si bien de 
forma más sucinta, los incumplimientos del 
acuerdo litigioso por parte del demandado, así 
como la conclusión de que ese acuerdo "no se 
cumplió por ninguna de las partes y que en todo 
caso los perjuicios que cuantifica el demandante 
no son imputables al demandado" (fundamento 
jurídico segundo). En el fundamento cuarto invoca 
la doctrina de los actos propios, al estimar que el 
actor actuó contra sus propios actos, y en el 
fundamento quinto reitera la valoración de la 
prueba hecha en la primera instancia, 
entresacando las declaraciones testificales que 
inciden en la falta de cumplimiento del acuerdo 
por ambas partes al haber actuado de forma 
reiterada al margen del mismo. La conclusión final 
y resolutiva sobre la desestimación del motivo 
constituye una inferencia lógica estrechamente 
conectada con la expuesta base fáctica y jurídica, 
sin que, conforme resulta de la jurisprudencia 
antes reseñada, sea preciso que en la motivación 
de la sentencia se contenga una "exhaustiva 
descripción del proceso intelectual del juzgador", 
lo que no impide en este caso apreciar con 
claridad las verdaderas razones del fallo. 

4.- En consecuencia, el motivo debe ser 
desestimado.  

Recurso de casación  

CUARTO.- Formulación de los motivos primero y 
segundo  

1.- El primer motivo del recurso se basa en la 
vulneración de los arts. 1124 y 1100 CC, en 
relación con la jurisprudencia sobre la exceptio 
non adimpleti contractus.  

2.- En su desarrollo, en síntesis, el recurrente alega 
que la sentencia impugnada habría incurrido en 
esas infracciones por las siguientes razones: (i) no 
puede estimarse la mencionada excepción en 
beneficio de la parte contractual que ha 
incumplido reiteradamente el contrato; (ii) para su 
aplicación el contrato debe estar vigente y 
pendiente de cumplimiento; (iii) la sentencia no 
toma en consideración que el acuerdo de socios, 
por su especial complejidad no genera 
obligaciones sinalagmáticas; y (iv) la sentencia no 
respeta los requisitos establecidos 
jurisprudencialmente para poder estimar la 
mencionada excepción material, requisitos que se 
concretan en las sentencias n.º 294/2012, de 18 
de mayo y 760/2012, de 18 de diciembre, entre 
otras.  

Desarrollando esas alegaciones, el recurrente 
insiste en que la sentencia recurrida vulnera esa 
doctrina jurisprudencial porque, pese a considerar 
probado que el demandado incumplió hasta once 
veces el acuerdo de socios, estima la mencionada 
excepción opuesta por el demandado 
incumplidor; que la excepción de incumplimiento 
contractual supone la negativa total o parcial al 
pago de la obligación reclamada y constituye una 
de las consecuencias más importantes del 
principio de reciprocidad de las prestaciones 
contractuales, de manera que "cada parte puede 
rehusar el cumplimiento de la obligación puesta a 
su cargo mientas la otra no cumpla con la suya, y 
a la inversa, ninguna de las partes puede 
demandar el cumplimiento de la obligación 
contraria, sin cumplir u ofrecer el cumplimiento de 
la obligación propia", pero en el presente caso "el 
demandante no pedía el cumplimiento del 
Acuerdo de socios, sino su resolución por los 
incumplimientos graves y reiterados del 
demandado". Añade la imposibilidad de equiparar 
el mutuo disenso con las recíprocas imputaciones 
de incumplimientos resolutorios y la necesidad de 
examinar la esencialidad de los incumplimientos 
de la parte que opone la exceptio non adimpleti 
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contractus. Finalmente aduce también que las 
sentencias de instancia, después de examinar los 
incumplimientos del "Acuerdo de socios" por el 
demandado, "altera dicho discurso con la 
afirmación inespecífica de que el Acuerdo no se 
aplicaba, a modo de argumento por añadidura".  

3.- El segundo motivo denuncia la infracción del 
art. 1124, párrafos primero y segundo, del Código 
civil, y la jurisprudencia que lo desarrolla, "por no 
aplicar la sentencia recurrida las normas 
reguladoras de la resolución de los contratos 
frente a los graves y esenciales incumplimientos 
del demandado".  

4.- En el desarrollo de la fundamentación del 
motivo, el recurrente expone un compendio de la 
jurisprudencia de esta sala sobre la facultad 
resolutoria del art. 1124 CC; considera que para 
enjuiciar sobre su viabilidad en el caso la Audiencia 
debería haber valorado jurídicamente la gravedad 
y la esencialidad de los incumplimientos por el 
demandado del "Acuerdo de socios" que la 
sentencia de primera instancia consideró 
acreditados; repasa esos incumplimientos 
derivados de sus actuaciones "sin obtener el 
consenso unánime de todos los miembros del 
consejo de administración" (relacionados con la 
firma de los contratos que suscribió con el Sr. 
Artemio, la reunión del consejo de administración 
de CDC HIACRE de 18 de mayo de 2010, las juntas 
generales de socios de CDC HIACRE y de 
INVERDERVAL de 28 de junio de 2010, y el cese del 
actor en todas sus funciones directivas en ambas 
sociedades); considera que el conjunto de esas 
actuaciones responde a un plan preconcebido del 
demandado para excluir al actor de cualquier 
ámbito de poder y dirección de las empresas, que 
suponen incumplimientos graves y esenciales "en 
la medida que fracturan la finalidad que 
legítimamente el demandante esperaba del 
acuerdo de socios, que era mantenerse en los 
puestos orgánicos y de dirección de las empresas 
familiares como medio para que los dos hermanos 
pudieran controlar y dirigir dichas empresas, y que 
constituyó la base del negocio del acuerdo de 
socios". El recurrente concluye que "esos graves y 
esenciales incumplimientos que se imputan al 
demandado dan lugar a la facultad resolutoria del 

art. 1124 del Código Civil a favor del actor, que no 
ha incurrido en ningún incumplimiento esencial 
para que el acuerdo de socios quede resuelto e 
ineficaz, así como para pedir la consiguiente 
indemnización de daños y perjuicios que quedó 
cuantificada en la demanda en un total de 
6.503.752 euros".  

5.- La estrecha relación existente entre los 
fundamentos de ambos motivos aconsejan su 
valoración y resolución conjunta.  

QUINTO.- Decisión de la sala. La ratio decidendi de 
la sentencia impugnada fue la aplicación de la 
doctrina de los actos propios y no la estimación de 
la exceptio non adimpleti contractus. 
Desestimación por inadmisión.  

1.- Delimitación del objeto de la controversia. En la 
demanda rectora de esta litis se pedía un 
pronunciamiento judicial de resolución de unos 
pactos parasociales ("Acuerdo de socios"), con 
fundamento en el art. 1124 CC. Esos pactos fueron 
suscritos el 1 de abril de 2004 entre las partes 
litigantes (titulares entonces de la totalidad del 
capital social de las tres sociedades afectadas, sin 
perjuicio del derecho de usufructo que sobre parte 
del mismo correspondía a su padre). El 
fundamento alegado para el ejercicio de esa 
acción resolutoria era el incumplimiento reiterado 
de los acuerdos por parte del demandado. En la 
demanda se pedía, además, una indemnización 
por los daños y perjuicios que, a juicio del actor, le 
había supuesto esos incumplimientos, así como 
otra indemnización por daños morales.  

Los concretos pactos respecto de los cuales se 
imputan los denunciados incumplimientos al 
demandado eran pactos de organización en los 
que los socios reglamentaban internamente el 
sistema de toma de decisiones en el seno de la 
sociedad. En particular, (i) en cuanto a la junta 
general de las tres sociedades (HIACRE, 
INVERDELVAL Y CDC ACEROS), se establecía que 
para la válida adopción de acuerdos en 
determinadas materias (aumento de capital, 
modificación de estatutos, y cese y nombramiento 
de los administradores, entre otros) sería 
necesario el voto favorable de, al menos, un 51% 
de las acciones o participaciones en que se divida 
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el capital social; (ii) respecto de la administración 
de HIACRE, se pactaba que la adopción por el 
consejo de administración de cualquier decisión 
sobre determinadas materias (modificación o 
suscripción de nuevos contratos de trabajo del 
equipo directivo - que junto con el director general 
integraban el denominado "comité de dirección", 
con funciones de asesoramiento del órgano de 
administración -, cese y nombramiento del 
director general, formulación de las cuentas 
anuales y propuesta de aplicación de resultados 
del ejercicio, ejecución de todo contrato o acuerdo 
relevante que se aparte del curso ordinario de los 
negocios de la sociedad, compra y/o venta de 
activos no incluidos en el presupuesto anual, 
otorgamiento de avales o garantías a favor de 
terceros, entre otros) requeriría el voto favorable 
de la totalidad de los miembros del consejo de 
administración; además se pactaba que "en 
defecto de la unanimidad requerida, se solicitará 
un dictamen al consejo asesor que será vinculante 
para el consejo de administración"; (iii) en cuanto 
a la administración de INVERDELVAL y CDC 
ACEROS (administrada por los dos socios como 
administradores mancomunados) se pactaba que 
en caso de pasar a regirse por un consejo de 
administración sería de aplicación la cláusula 
anterior. 

Los reseñados pactos sobre la adopción de 
acuerdos por las juntas generales, que han 
resultado controvertidas en relación 
especialmente con los acuerdos de las juntas 
generales de HIACRE e INVERDELVAL celebradas el 
28 de junio de 2010, no son ahora relevantes para 
el objeto de este recurso de casación (que no se 
refiere a los acuerdos de esas juntas). En todo 
caso, conviene tener presente que su validez fue 
objeto de otro procedimiento previo promovido 
también por el aquí demandante contra esas 
sociedades, que concluyó mediante sentencia de 
esta Sala Primera 103/2016, de 25 de febrero, 
desestimando la pretensión de nulidad al 
reconocer la validez de los votos emitidos por D. 
Ovidio, como titular del usufructo de 
determinadas acciones y participaciones sociales, 
en cuyo título constitutivo se había reservado el 
derecho de voto, a pesar de que ese pacto no dio 
lugar a la correspondiente modificación 

estatutaria. Por tanto, la controversia queda 
ceñida, en lo esencial, al ámbito de los pactos 
relativos a la gestión y administración de las 
citadas sociedades.  

2.- En estos dos primeros motivos el demandante 
y ahora recurrente reprocha a la sentencia de 
apelación haber vulnerado el art. 1124 CC por no 
declarar la resolución del "Acuerdo de socios" y 
haber estimado la exceptio non adimpleti 
contractus. El recurrente considera que lo 
procedente era lo primero y no lo segundo porque 
el demandado incurrió en incumplimientos graves 
y reiterados, respondiendo a un plan 
preconcebido para apartar al actor de la dirección 
de las empresas familiares, rompiendo la base del 
negocio jurídico del "Acuerdo", acuerdo que el 
actor habría respetado (con la única excepción de 
determinada operación de cesión de un crédito 
litigioso y reconocimiento de deuda); y que la 
Audiencia incurrió en un error jurídico al apreciar 
la excepción de contrato no cumplido "como ratio 
decidendi para la desestimación de la demanda ... 
al concluir que ambas partes actuaron al margen 
del Acuerdo de socios", pues (i) no puede 
estimarse esa excepción en beneficio de quien ha 
incumplido reiteradamente, y (ii) confunde la 
mutua imputación de incumplimientos entre las 
partes con una inexistente voluntad concorde 
para dejar ineficaz el "Acuerdo". Reprocha 
también a la Audiencia no haber examinado todos 
los casos concretos de incumplimientos del 
demandado reconocidos por la sentencia de 
primera instancia, y haber alterado su discurso 
"con la afirmación inespecífica de que el Acuerdo 
no se aplicaba, a modo de argumento por 
añadidura".  

3.- Ambos motivos deben ser desestimados 
porque, en rigor, no combaten la verdadera razón 
decisoria del fallo de la sentencia impugnada, que 
no es, como equivocadamente afirma el 
recurrente, la apreciación de la exceptio non 
adimpleti contractus, sino la aplicación al caso de 
la doctrina jurisprudencial sobre los actos propios 
y el principio de la buena fe, cuestión que es 
objeto del tercer motivo del recurso, en cuyo 
marco la examinaremos. La conclusión de la 
Audiencia de que los socios ( Eugenio y Felipe) 
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actuaron durante años al margen de lo pactado en 
el "Acuerdo", de forma independiente uno de 
otro, sin someter sus decisiones a la aprobación 
del consejo de administración, ni convocar al 
consejo asesor en funciones dirimentes de sus 
disensiones, es la razón esencial en la que funda el 
tribunal de segunda instancia su decisión, en 
conexión con la doctrina de los actos propios.  

La tesis impugnativa del recurrente, que sitúa la 
razón decisoria en la exceptio y califica la doctrina 
de los actos propios como mero argumento de 
refuerzo, invierte los términos de un análisis 
correcto de la sentencia recurrida y le conduce a 
incurrir en un sofisma: primero afirma que la ratio 
decidendi de la sentencia es la exceptio, y luego, 
partiendo de esa premisa errónea, denuncia que 
la Audiencia no analiza ni los requisitos legales 
para el éxito de la acción resolutoria (en particular 
el carácter grave y esencial del incumplimiento, y 
el cumplimiento por parte del demandante), ni las 
exigencias legales de la aplicación de la exceptio 
(vigencia del contrato - inexistencia de mutuo 
disenso -, carácter recíproco de las prestaciones, 
cumplimiento por el actor, etc). Si la Audiencia no 
realizó un análisis de los requisitos legales de la 
acción de resolución y de la exceptio fue 
precisamente porque ésta no era su razón de 
decidir. Tampoco funda el tribunal de apelación su 
decisión presuponiendo una voluntad de 
desistimiento o resolutoria de ambas partes con 
base en el incumplimiento de los pactos por los 
dos socios.  

Como se desprende claramente de una lectura 
atenta de las sentencias de instancia, la razón 
esencial, decisiva, para resolver en sentido 
desestimatorio fue la aplicación de la doctrina de 
los actos propios. Esa conclusión es todavía más 
clara en el caso de la sentencia de apelación, que 
centra la delimitación de la base fáctica de su 
enjuiciamiento en los elementos de las reiteradas 
declaraciones testificales referidos a la citada 
inaplicación, generalizada y mantenida durante 
doce años, de los "Acuerdos" por ambos socios. 
Por ello, tiene todo el sentido que la Audiencia no 
realice el análisis de la concurrencia o no de los 
requisitos legales precisos para la prosperabilidad 

de la acción de resolución o para la viabilidad de la 
exceptio non adimpleti contractus.  

4.- En todo caso, conviene advertir que los 
esfuerzos argumentativos que realiza el 
recurrente para justificar que no procede la 
exceptio porque, a la vista del contenido de los 
pactos incumplidos (referidos a los procesos de 
toma de decisiones en las sociedades), carecen del 
requisito de la reciprocidad de las prestaciones 
que exige la aplicación de esa excepción 
(sentencia 156/2016, de 15 de marzo), en realidad 
abonan la desestimación del recurso por tratarse 
de un requisito propio también de la acción 
resolutoria basada en el art. 1124 CC. El art. 1124 
CC se refiere a la facultad de resolver las 
obligaciones "recíprocas" para el caso de que uno 
de los obligados no cumpliere lo que le incumbe. 
Este remedio legal frente al incumplimiento solo 
se reconoce, por tanto, en los contratos con 
prestaciones recíprocas, contratos de los que 
surgen vínculos recíprocamente 
interdependientes, en los que la obligación de una 
parte pueda considerarse causa de la de la otra - 
art. 1274 CC - (por todas, sentencia 432/2018, de 
11 de julio). Y como declaramos en la sentencia 
121/2013, de 12 de marzo, con cita de la 
639/2012, de 7 de noviembre:  

"esta facultad resolutoria prevista en el art. 1124 
CC "corresponde, en todo caso, al contratante que 
sufre el incumplimiento de la obligación frente al 
contratante incumplidor. Esta regla encuentra su 
fundamento tanto en la caracterización de la 
facultad resolutoria, como una facultad de 
configuración jurídica que la norma prevé como 
medio de defensa de la parte contractual que 
cumple, como en el fundamento de la misma, que 
trae causa de la interdependencia de las 
obligaciones recíprocas y su especial articulación 
en la relación obligatoria sinalagmática; situando 
al cumplimiento de la obligación como el eje 
central de la dinámica resolutoria" ( Sentencia 
639/2012, de 7 de noviembre). Por esta razón, a la 
parte que previamente ha incumplido las 
obligaciones asumidas en el contrato, le esté 
vedado al ejercicio de la facultad resolutoria".  

En definitiva, las alegaciones sobre la 
improcedencia de la exceptio fuera del ámbito de 
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las relaciones sinalagmáticas y de las obligaciones 
recíprocas constituye causa obstativa a la 
prosperabilidad de la acción resolutoria 
ejercitada.  

5.- Por tanto, al margen de esta causa impeditiva 
del éxito de la acción, desestimamos estos dos 
primeros motivos del recurso porque su 
argumentación es ajena a la verdadera ratio 
decidendi de la sentencia recurrida. Las 
referencias que los tribunales de instancia hicieron 
a la jurisprudencia sobre la exceptio non adimpleti 
contractus y el análisis de los incumplimientos del 
"Acuerdo" denunciados por el demandante (esto 
principalmente en la primera instancia) respondía 
a los términos del debate suscitado por las partes, 
pero no integró, como hemos dicho, la verdadera 
razón del sentido desestimatorio del fallo.  

Como hemos declarado reiteradamente, "el 
recurso de casación únicamente puede dirigirse 
contra las razones determinantes del fallo, 
integrantes de la ratio decidendi, pero no contra 
los argumentos auxiliares" ( sentencias 760/2011, 
de 4 de noviembre, 258/2010, de 28 abril, con cita 
de las de 22 diciembre 2008, 18 noviembre y 16 
diciembre 2009).  

Esta doctrina ha sido reiterada más 
recientemente, entre otras muchas, en las 
sentencias 121/2019, de 26 de febrero, y 
453/2018, de 18 julio:  

"tiene declarado la sala, al decidir sobre la 
admisión de los recursos de casación, que debe 
combatirse en ellos únicamente los argumentos 
empleados para resolver las cuestiones objeto de 
debate que constituyan "ratio decidendi" (autos 
30 de octubre y 4 de diciembre de 2007). Quedan 
excluidos los argumentos "obiter", a "mayor 
abundamiento" o "de refuerzo" ( SSTS número 
362/2011, de 7 de junio, y 327/2010, de 22 de 
junio, entre otras). La impugnación debe dirigirse 
contra la fundamentación de la resolución que 
tenga carácter decisivo o determinante del fallo, 
es decir, que constituya "ratio decidendi" ( 
sentencias 238/2007, de 27 de noviembre; 
1348/2007, de 12 de diciembre; 53/2008, de 25 de 
enero; 58/2008, de 25 de enero; 597/2008, de 20 
de junio, entre otras)".  

5.- Lo anterior implica la concurrencia de una de 
las causas de inadmisión previstas en el artículo 
483.2.2.º y 4.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
que se convierte, en este momento procesal, en 
causa de desestimación del recurso ( sentencias de 
esta sala 72/2009, de 13 de febrero; 33/2011, de 
31 de enero; 564/2013, de 1 de octubre; 25/2017, 
de 18 de enero; 108/2017, de 17 de febrero; y 
146/2017, de 1 de marzo).  

A lo que no obsta que en su día el recurso fuera 
admitido a trámite, dado el carácter provisorio de 
dicha admisión inicial, por hallarse sujeta a un 
examen definitivo en la sentencia ( sentencias 
97/2011, de 18 de febrero; 548/2012, de 20 de 
septiembre; y 109/2017, de 17 de febrero).  

SEXTO.- Formulación del tercer motivo  

1.- El tercer motivo del recurso denuncia la 
infracción "de la doctrina de los actos propios que 
se aplica al demandante, ya que no existe ningún 
acto concluyente y de significación inequívoca que 
sea incompatible con la pretensión resolutoria del 
Acuerdo de Socios por los incumplimientos del 
demandado".  

2.- Al desarrollar el motivo, el recurrente aduce 
que no se puede aplicar la doctrina de los actos 
propios, con apoyo en el art. 7.1 CC, si los actos 
tienen carácter ambiguo o inconcreto, o carecen 
de la trascendencia que se pretende para producir 
el cambio jurídico; que las sentencias de instancia 
no identifican los concretos actos del demandante 
que son incompatibles con su actual pretensión 
resolutoria, ni valoran jurídicamente la 
significación inequívoca de los mismos, 
deduciendo una contradicción entre la postura 
actual y la pasada; que "el hecho de que no se 
cumplieran alguno de los pactos del Acuerdo de 
Socios, cuando sí que se cumplían otros, como la 
constitución del Consejo Asesor, el efectivo 
funcionamiento del Comité de Dirección, la toma 
de decisiones por unanimidad hasta el año 2009, 
no se le puede atribuir la significación jurídica de 
exteriorizar de forma concluyente, determinada e 
inequívoca de la voluntad de dejar sin efecto el 
Acuerdo de Socios en todos sus pactos"; ninguna 
de las sentencias de instancia "establece los 
concretos actos del demandante que de forma 
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concluyente e inequívoca permitan extraer la 
voluntad de dejar ineficaz el Acuerdo de Socios, y 
por ello se infringe la doctrina de los actos 
propios".  

El motivo debe ser desestimado por las razones 
que se exponen a continuación. 

SÉPTIMO.- Decisión de la sala. El ejercicio de los 
derechos con arreglo a las exigencias de la buena 
fe y la doctrina de los actos propios. Aplicación al 
caso. Desestimación  

1.- El art. 7.1 del CC establece que "los derechos 
deberán ejercitarse conforme a las exigencias de 
la buena fe".  

La doctrina y la jurisprudencia han elaborado una 
serie de supuestos típicos, que encierran un 
desleal ejercicio de los derechos subjetivos, al 
margen de los postulados de la buena fe, en tanto 
en cuanto veda ir en contra de los actos propios ( 
sentencias 320/2020, de 18 de junio; 63/2021, de 
9 de febrero o 386/2021, de 7 de junio, entre otras 
muchas), es incompatible con el retraso desleal en 
el ejercicio de los derechos ( sentencias 769/2010, 
de 3 diciembre; 872/2011, de 12 de diciembre y 
634/2018, de 14 de noviembre, entre otras), es 
contraria a abusar de la nulidad por motivos 
formales, cuando se cumple o se acepta 
conscientemente el negocio jurídico que adolece 
de un defecto de tal clase ( sentencias de 12 de 
diciembre de 1985 y 23 de mayo de 1987), o exige 
la observancia de la regla "tu quoque", según la 
cual no debe admitirse la invocación de las reglas 
jurídicas por el mismo sujeto que las despreció o 
no cabe imputar a otro una conducta en la que la 
propia parte ha incurrido ( sentencias 104/1995, 
de 17 febrero; 489/2010, de 15 de julio o 
120/2020, de 20 de febrero), entre otras 
manifestaciones al respecto.  

2.- Nuestro Tribunal Constitucional, ya en las 
primeras sentencias, como la 120/1983, de 15 de 
diciembre y la 6/1988, de 21 de enero, ha 
reconocido la virtualidad de dicho principio en el 
ejercicio de los derechos fundamentales. Así, en el 
fundamento de derecho 2 de la primera de las 
precitadas resoluciones, reconoció la vigencia de 
"[...] lo previsto en el artículo 7.1 del Código Civil 
en orden al ejercicio de todos los derechos - de los 

constitucionales también - conforme a las 
exigencias de la buena fe"; y, en el fundamento 
jurídico 7, de la segunda de las precitadas 
sentencias, se declaró que "[...] el fraude, la 
deslealtad o la conducta realizada con abuso de 
confianza no podrían buscar amparo bajo norma 
constitucional declarativa de derecho alguno".  

Las sentencias del Tribunal Constitucional 
108/1985, de 8 de octubre; 198/1987, de 14 de 
diciembre o más recientemente 60/2017, de 22 de 
mayo y 165/2020, de 16 de noviembre, entre 
otras, reconocen que el derecho a la tutela judicial 
efectiva del art. 24.1 CE se debe ejercitar también 
con sujeción al principio de la buena fe.  

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) 
de la misma manera valora que, en el ejercicio de 
los derechos fundamentales, se haya actuado con 
sujeción a las exigencias de la buena fe ( SSTEDH 
de 21 de enero de 1999, caso Fressoz y Roire c. 
Francia, § 54 ; de 20 de mayo de 1999, caso Bladet 
Tromsø y Stensaas c. Noruega, § 68; de 10 de 
diciembre de 2007, caso Stoll c. Suiza, § 141; de 8 
de enero de 2008, caso Saygili y otros c. Turquía, § 
38 , o de 29 de julio de 2008, caso Flux c. Moldavia, 
§ 29).  

3.- En definitiva, actuar conforme a los 
requerimientos derivados de la buena fe, dentro 
de los cuales se podría incluir no abusar del 
derecho, exige no hacerlo en contra de la 
confianza suscitada en la otra parte; ser coherente 
con la propia conducta por imperativos éticos; y 
no ejercitar de forma desleal los derechos 
subjetivos. Las actuaciones sin sujetarse a dicho 
principio no generan una mera sanción moral por 
la conducta desencadenada, sino indiscutibles 
consecuencias jurídicas sobre el ejercicio de los 
derechos, incluso la desestimación de las 
pretensiones ejercitadas ( sentencia 578/2021, de 
27 de julio).  

4.- En este marco, la jurisprudencia de esta sala ha 
subrayado la vinculación entre la regla general de 
la buena fe, la doctrina de los actos propios y el 
principio de confianza legítima. En particular, 
hemos declarado reiteradamente que la doctrina 
de los actos propios constituye un principio 
general del derecho que veda ir contra los propios 

http://www.dictumabogados.com/


 
 
 

 

 
www.dictumabogados.com 

 

15 

Nº 133, junio de 2023 

actos (nemo potest contra propium actum venire) 
como límite al ejercicio de un derecho subjetivo o 
de una facultad ( sentencias de 9 mayo 2000 y 21 
mayo 2001). La sentencia de 19 febrero 2010, 
reiterada por la núm. 335/2013, de 7 de mayo, 
sintetiza esta doctrina en estos términos:  

"El principio de los actos propios implica una 
actuación "con plena conciencia de crear, definir, 
fijar, modificar, extinguir o esclarecer una 
determinada situación jurídica, para lo cual es 
insoslayable el carácter concluyente e indubitado, 
con plena significación inequívoca del mismo, de 
tal modo que entre la conducta anterior y la 
pretensión actual exista una incompatibilidad o 
contradicción..." así se expresan las sentencias de 
9 de mayo de 2000 y 21 de mayo de 2001. Y añade 
la de 22 de octubre de 2002 que "la doctrina que 
veda ir contra los propios actos se refiere a actos 
idóneos para revelar una vinculación jurídica". A 
su vez, precisan las de 16 de febrero de 2005 y 16 
de enero de 2006 que "no ejerce su influencia en 
el área del negocio jurídico, sino que tiene 
sustantividad propia, asentada en el principio de 
la buena fe". "Significa, en definitiva - concluye la 
sentencia de 2 de octubre de 2007 - que quien crea 
en una persona una confianza en una determinada 
situación aparente e induce por ello a otra persona 
a obrar en un determinado sentido, sobre la base 
en la que ha confiado, no puede además 
pretender que aquella situación era ficticia y que 
lo que debe prevalecer es la situación real".  

La sentencia 529/2011, de 1 de julio, 
compendiaba, a su vez, la jurisprudencia sobre 
esta doctrina y su aplicación prudente:  

"Entra este motivo en la doctrina de los actos 
propios, que tanta jurisprudencia ha provocado y 
cuya aplicación, en orden a la creación de un 
derecho o a la producción de una vinculación 
jurídica, debe ser muy segura y ciertamente 
cautelosa. "Actuaciones que por su trascendencia 
integran convención y causan estado, dice la 
sentencia de 19 de mayo 1998, "aquéllos cuya 
realización vaya encaminada a crear, modificar o 
extinguir algún derecho... y ha de ser concluyente 
e indubitado y de carácter inequívoco" añade la de 
3 de febrero de 1999, "precisa para su aplicación 
la observancia de un comportamiento (hechos, 

actos) con plena conciencia de crear, definir, fijar, 
modificar, extinguir o esclarecer una determinada 
situación jurídica", expresan las de 9 de mayo de 
2000 y 21 de mayo de 2001, "actos idóneos para 
relevar una vinculación jurídica" precisa la de 22 
de octubre de 2002; "no ejerce influencia en el 
área del negocio jurídico... exige que los actos de 
una persona que pueden tener relevancia en el 
campo jurídico marcan los realizados en un 
devenir, lo que significa que en ningún caso 
pueden contradecir a los anteriores provocando 
una situación de incertidumbre que desconcierta 
a terceros afectados por los mismos y que rompe 
el principio de buena fe determinado en el artículo 
7.1 del Código civil" dicen las sentencias de 16 de 
febrero de 2005 y 16 de enero de 2006. Cuya 
doctrina, con parecidas palabras, se reitera en las 
sentencias de 17 de 2006 que recoge una extensa 
cita de sentencias anteriores, de 2 de octubre de 
2007 que "el acto sea concluyente e indubitado", 
de 31 de octubre de 2007: "actos inequívocos y 
definitivos" y 19 de febrero de 2010".  

En las recientes sentencias de esta sala 320/2020, 
de 18 de junio, y 300/2022, de 7 de abril, hemos 
insistido también en la vinculación de esta 
doctrina con el principio de confianza legítima:  

"La doctrina de los actos propios tiene su último 
fundamento en la protección de la confianza y en 
el principio de la buena fe, que impone un deber 
de coherencia y limita la libertad de actuación 
cuando se han creado expectativas razonables ( 
SSTS de 9 de diciembre de 2010 y 547/2012, de 25 
de febrero de 2013). El principio de que nadie 
puede ir contra sus propios actos solo tiene 
aplicación cuando lo realizado se oponga a los 
actos que previamente hubieren creado una 
situación o relación de derecho que no podía ser 
alterada unilateralmente por quien se hallaba 
obligado a respetarla ( SSTS 9 de diciembre de 
2010, RC n.º 1433/2006, 7 de diciembre de 2010, 
RC n.º 258/2007). Como afirmamos en la 
sentencia de 25 de febrero de 2013, [...], dicha 
doctrina "significa, en definitiva, que quien crea en 
una persona una confianza en una determinada 
situación aparente y la induce por ello a obrar en 
un determinado sentido, sobre la base en la que 
ha confiado, no puede pretender que aquella 
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situación era ficticia y que lo que debe prevalecer 
es la situación real"".  

5.- La Audiencia no ha infringido esta 
jurisprudencia. Por el contrario, ha realizado una 
correcta aplicación de la misma al caso que 
enjuiciaba. La sentencia de apelación asume el 
análisis y razonamientos de la juzgadora de la 
primera instancia que, tras exponer de forma 
detallada la prueba practicada, concluyó que el 
acuerdo de socios litigioso no fue aplicado en la 
práctica por ninguna de las partes, pues la 
actuación de los dos socios (en el contexto de un 
persistente enfrentamiento en el que actuaron de 
catalizadores la distinta posición que mantenían 
en relación con el apoyo financiero a CLS y 
respecto de la compra de una unidad productiva 
de INCOFLUID), discurrió durante un largo periodo 
de tiempo de doce años al margen de lo pactado 
en el "Acuerdo" ("ambas partes actuaron al 
margen del mismo, por lo que los socios firmantes 
y partes en el presente procedimiento, desde el 
primer momento han actuado durante 12 años 
como si jamás lo hubieran firmado"); y partiendo 
de esa base fáctica aprecia que la denuncia que 
hace el actor de los incumplimientos del acuerdo 
por el demandado constituye una actuación 
contraria a sus propios actos.  

El tribunal de apelación ratifica con ello la 
conclusión a la que ya había llegado la sentencia 
de primera instancia que, agotando la 
contestación a las cuestiones planteadas, reitera 
que si bien "ha quedado acreditado que el 
demandado Sr. Felipe, incumplió el Acuerdo de 
socios de fecha 1 de abril de 2004 en diversas 
ocasiones, sin embargo, tal como se expuso en el 
quinto fundamento de derecho de la presente 
resolución, de la prueba practicada se desprende 
que el citado Acuerdo no resultó de aplicación por 
ninguna de las partes"; idea en la que insiste en 
relación con diversas circunstancias (falta de 
convocatoria regular del consejo asesor, 
actuaciones a su vez del actor en relación con los 
asuntos CLS, INCOFLUID Y MARITIME QUATE, etc). 
La declaración de los distintos testigos (el director 
general de CDC HIACRE entre 2003 y 2008, el 
administrador judicial entre 2010 y 2011, el 
director financiero, el asesor fiscal hasta 2016 y el 

asesor jurídico hasta 2015) fueron coincidentes y 
consistentes en tales extremos. Como resumió el 
asesor jurídico: después de firmarse el acuerdo no 
se seguían las instrucciones del mismo; en el 
marco del acuerdo de socios nunca se reunió el 
consejo asesor; con anterioridad a 2015 ningún 
socio requirió al otro para el cumplimiento del 
acuerdo de socios.  

El mantenimiento en el tiempo de esa conducta de 
desconocimiento e inaplicación de lo pactado en 
el "Acuerdo" por los dos socios, también el 
demandante, durante más de diez años, el 
carácter concluyente e indubitado de esa 
conducta, sin ambigüedad alguna, su significación 
inequívoca de prescindir del carácter vinculante 
del "Acuerdo", y su indudable eficacia para crear 
en todos las partes del "Acuerdo" una creencia en 
la situación generada por dicha conducta (que el 
"Acuerdo" carecía de efectos reales para regir la 
vida social), capaz objetivamente de provocar la 
confianza en la existencia real y no ficticia de dicha 
situación, y la manifiesta incompatibilidad o 
contradicción entre esa conducta previa y la 
presentación posterior de una demanda por 
incumplimiento del "Acuerdo", tropieza con el 
obstáculo de la proscripción de la actuación 
contraria a las exigencias del principio de la buena 
fe y de la doctrina de los actos propios que, como 
hemos dicho antes, constituye un principio 
general del derecho que veda ir contra los propios 
actos (nemo potest contra propium actum venire) 
como límite al ejercicio de un derecho subjetivo o 
de una facultad. Límite consagrado también 
normativamente por el art. 111.8 del Código civil 
de Cataluña, en términos equivalentes a los 
contenidos en la jurisprudencia reseñada, al que 
aludió igualmente la sentencia de primera 
instancia: "nadie puede hacer valer un derecho o 
una facultad que contradiga la conducta propia 
observada con anterioridad si ésta tenía una 
significación inequívoca de la cual derivan 
consecuencias jurídicas incompatibles con la 
pretensión actual".  

6.- La conclusión anterior no puede quedar 
enervada por la alegación del recurrente de que 
"el hecho de que no se cumplieran alguno de los 
pactos del Acuerdo de Socios, cuando sí que se 
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cumplían otros, como la constitución del Consejo 
Asesor, el efectivo funcionamiento del Comité de 
Dirección, la toma de decisiones por unanimidad 
hasta el año 2009, no se le puede atribuir la 
significación jurídica de exteriorizar de forma 
concluyente, determinada e inequívoca de la 
voluntad de dejar sin efecto el Acuerdo de Socios 
en todos sus pactos".  

Esta afirmación incurre en el vicio procesal de 
hacer supuesto de la cuestión y en una petición de 
principio, pues se sirve de un argumento que tiene 
por premisa una proposición (la toma de 
decisiones por unanimidad hasta 2009) que 
previamente debería haber sido afirmada por el 
tribunal de instancia para poder derivar de ella las 
consecuencias que se reclaman. Lo que resulta de 
la base fáctica fijada en la instancia es lo contrario: 
la actuación de cada uno de los socios de espaldas 
al otro, actuando de forma independiente y 
autónoma en áreas separadas. La afirmación de 
que el consejo asesor se llegase a constituir no 
empece el hecho de que ni se convocaba 
regularmente, ni cumplió con el papel arbitrador 
que le asignaba el "Acuerdo de socios" para dirimir 
las situaciones de falta de unanimidad en el 
consejo de administración de HIACRE. Y respecto 
del funcionamiento del comité de dirección, baste 
decir que en el mismo no tenían participación 
directa los socios litigantes (no formaban parte de 
sus miembros), y que su función básica era la de 
asesorar al consejo de administración que, como 
resulta de los testimonios acreditados en la 
instancia, no hay constancia de que se reuniese en 
el marco de lo pactado en los "Acuerdos". 

Como hemos declarado en numerosas ocasiones, 
los motivos del recurso de casación deben 
respetar la valoración de la prueba contenida en la 
sentencia recurrida, lo que implica: (i) que no se 
puede pretender una revisión de los hechos 
probados ni una nueva valoración probatoria; (ii) 
que no pueden fundarse implícita o 
explícitamente en hechos distintos de los 
declarados probados en la sentencia recurrida, ni 
en la omisión total o parcial de los hechos que la 
Audiencia Provincial considere acreditados 
(petición de principio o hacer supuesto de la 
cuestión) - por todas, sentencia 484/2018, de 11 

de septiembre -; límites que, según lo dicho, no 
respecta el planteamiento del motivo. 

7.- Todo lo cual conduce al perecimiento del 
motivo y, en consecuencia, a la desestimación del 
recurso.  

(…) 

Ver documento 

 

SENTENCIA 676/2023 DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
CIVIL, DE 8 DE MAYO DE 2023 

(…) 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

PRIMERO. Resumen de antecedentes  

1. D. Ángel Daniel y D. Adriano, en representación 
de la entidad Progesin Castillo, S.L., y D. Felix y D.ª 
Leticia firmaron un contrato de compraventa de 
finca urbana el 27 de febrero de 2007.  

El precio de la compraventa fue de 132 223 euros 
de los que se abonaron en el acto de la firma del 
contrato 36 000 euros, pactándose que el resto 
(96 223 euros) se pagarían por la compradora a los 
vendedores, con anterioridad al 31 de mayo de 
2008, en el momento de la firma de la escritura 
pública de compraventa. 

En el contrato se incluyeron, entre otras que no 
hacen al caso, las siguientes estipulaciones: 

i) "TERCERA.- TITULACION (sic): La escritura 
pública (sic) de compraventa deberá llevarse a 
efecto antes del día 31 de Mayo (sic) de 2.008, en 
cuyo momento se hará entrega del precio 
aplazado establecido en la estipulación anterior. 
No obstante ello, la parte compradora podrá 
requerir a la vendedora en cualquier momento, 
desde la firma del presente documento, para el 
otorgamiento de la escritura pública (sic) de 
compraventa, y la vendedora vendrá obligado (sic) 
a ello, siempre que se abone el precio pendiente 
de pago hasta dicho momento. 

"Pese a lo establecido anteriormente, y si por 
cualquier causa no conviniera a los compradores 
otorgar la escritura pública (sic) de compraventa, 
antes del día 31 de Mayo de Mayo (sic) del año 
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2.008, los vendedores se obligan desde este 
momento a prorrogar el plazo por un año más 
(sic), es decir, hasta el día 31 de Mayo (sic) de 
2.009, siempre que la compradora entregue a 
cuenta del precio la cantidad de 12.9346, a cuyo 
efecto se formalizará el correspondiente 
documento de entrega de la indicada cantidad y la 
prórroga del plazo para el otorgamiento de la 
escritura pública de venta. 

"Los gastos e impuestos que se devenguen por la 
presente compraventa, serán satisfechos por las 
partes conforme a Ley.". 

ii) "QUINTA.- TOMA DE POSESION (sic): La 
compradora toma posesión de la (sic) finca en este 
mismo acto, que la recibe en el estado en que se 
encuentra y a su entera satisfacción.". 

iii) "SEXTA.- RESOLUCIÓN DEL PRESENTE 
CONTRATO: Si el presente contrato se resolviera 
por causa imputable a la parte compradora, éste 
(sic) perderá el quince por ciento de todas las 
cantidades entregadas hasta la fecha en que tenga 
lugar la resolución.". 

2. D. Ángel Daniel y D. Adriano, actuando en 
calidad de administradores mancomunados de la 
mercantil Progesin Castillo, S.L., y Don Camilo, 
actuando en calidad de administrador único de la 
mercantil Tempo Verde, S.L., firmaron un 
"Contrato de cesión de derechos y acciones en 
pago de deuda", el 11 de junio de 2015, en el que 
incluyeron, como primera, la siguiente 
estipulación:  

"Que la mercantil PROGESIN CASTILLO, S.L. cede la 
totalidad de las acciones y derechos que le 
corresponden en virtud del contrato de 
compraventa de finca suscrito con los Srs. Felix y 
Leticia, con NIF núm. NUM000 y NUM001, y que 
se adjunta, a favor de la sociedad TEMPO VERDE, 
S.L.".  

3. El 25 de julio de 2016, Tempo Verde, S.L. 
presentó una demanda contra D. Felix y D.ª Leticia 
en la que pidió la condena de los demandados "[a] 
reintegrar la cantidad entregada por la 
compradora a la formalización del contrato previa 
deducción de la penalización pactada, esto es la 
cantidad de 30.600,00 euros en concepto de 

principal, más los intereses legales que se 
devenguen desde la interposición de la demanda, 
y, por último, al pago de las costas procesales 
causadas y que se causen en este procedimiento".  

En la demanda alegó que había formalizado con 
Progesin Castillo, S.L. un contrato de cesión de 
derechos y acciones por el que dicha mercantil le 
había cedido los derechos del contrato de 
compraventa que había suscrito con D. Felix y D.ª 
Leticia y que, por lo tanto, era ella quien 
actualmente ostentaba el derecho de crédito 
contra los demandados. Dijo también, aludiendo 
ya al contrato de compraventa de la finca litigiosa, 
que la compradora abonó la cantidad de 36 000 
euros, como pago de parte del precio, el 27 de 
febrero de 2007, pero que, alcanzada la fecha 
máxima prevista para la entrega de la parte del 
precio aplazada, el 31 de mayo de 2008, aquella 
no hizo efectivo el pago acordado, por lo que no 
se elevó a pública la compraventa y se resolvió el 
contrato, lo que determina, con arreglo a lo 
previsto en la estipulación sexta, que los 
vendedores deban reintegrar a la compradora la 
cantidad abonada en concepto de precio previa 
deducción de la penalización pactada en el 
contrato, cosa que los demandados no han hecho, 
aunque son quienes actualmente ostentan la 
titularidad y la posesión de la finca objeto de la 
compraventa.  

4. Los demandados contestaron oponiéndose a la 
demanda y solicitando su desestimación, con 
imposición de costas a la parte actora.  

En el escrito de contestación dijeron que no 
discutían la realidad del negocio jurídico celebrado 
entre las sociedades Progesin Castillo y Tempo 
Verde ni la subrogación que este implicaba 
respecto de la compraventa suscrita con ellos. 
Manifestaron, también, que ostentaban la 
titularidad registral de la finca litigiosa, sin que la 
compradora, por su única voluntad, llegara a 
tomar posesión de esta, y que habían realizado en 
ella obras de conservación y mantenimiento 
necesarias para no perjudicar su valor. Y, 
finalmente, negaron que existiera una resolución 
del contrato de compraventa y que se pudiera 
reclamar, sin previa resolución, la cantidad 
entregada, por implicar un perjuicio para los 
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vendedores y un abuso del derecho prohibido por 
nuestro ordenamiento. Concluyendo que "[e]l 
cumplimiento o la resolución del contrato de 
compraventa no está en disposición de la parte 
compradora/actora, por lo que, casi diez años 
después de la fecha señalada, no puede exigir la 
devolución de la cantidad entregada, o al menos 
no puede hacerlo en su integridad sin considerar 
el tiempo transcurrido y el perjuicio que haya 
podido causar a los vendedores, menos aún si 
antes no ha resuelto la compraventa, pues lo 
contrario implica dejar a su arbitrio el 
cumplimiento del contrato.". 

5. La sentencia de primera instancia desestima la 
demanda y condena a la sociedad demandante al 
pago de las costas.  

El juzgado considera, a la vista de lo que establece 
la estipulación sexta del ya mencionado contrato 
de compraventa, que para poder reclamar la 
cantidad entregada como parte del precio 
pactado, menos el quince por ciento, es preciso 
que el contrato se encuentre resuelto y que, en el 
presente supuesto, no consta notificación o 
reclamación alguna, ya sea judicial o extrajudicial, 
por la cual la parte compradora manifestara a la 
vendedora su intención de resolver el contrato y 
con ello poder pedir la devolución de cantidad 
alguna. Añade a lo anterior que la razón de que el 
contrato no se elevara a escritura pública fue que 
a la compradora no le interesó y que tal falta de 
interés no se comunicó a los vendedores, por lo 
que su voluntario incumplimiento impide ahora a 
la cesionaria demandante solicitar la resolución 
del contrato. 

6. La sociedad demandante interpuso un recurso 
de apelación y la Audiencia Provincial lo acogió, 
revocó la sentencia impugnada y estimó la 
demanda, con imposición a los demandados de las 
costas de la primera instancia, y sin verificar 
expresa condena en las costas de la alzada.  

La AP afirma que el art. 1281 CC regula la 
interpretación de las cláusulas conforme a la 
intención de las partes. A continuación, sostiene 
que la cláusula sexta del documento privado de 
compraventa es una cláusula de desistimiento 
unilateral que permite al comprador apartarse del 

contrato perdiendo el quince por ciento de las 
cantidades entregadas y que cualquier otra 
interpretación supondría la pérdida por aquel del 
cien por cien de la cantidad entregada, contra lo 
expresamente pactado. Y, finalmente, concluye 
que el comprador está plenamente legitimado 
para instar la resolución unilateral, con la sola 
consecuencia de la pérdida del quince por ciento 
de las cantidades entregadas en concepto de 
precio.  

7. Los demandados-apelados han interpuesto 
contra la sentencia anterior un recurso 
extraordinario por infracción procesal y un recurso 
de casación por interés casacional. Y los recursos 
han sido admitidos.  

Recurso extraordinario por infracción procesal  

SEGUNDO. Motivos del recurso. Alegaciones de la 
parte recurrida. Decisión de la sala  

Motivos del recurso  

1. El recurso extraordinario por infracción procesal 
se funda en dos motivos.  

1.1 El motivo primero se formula, al amparo del 
art. 469.1.2.º LEC, por infracción de las normas 
procesales reguladoras de la sentencia, 
concretamente del art. 218.1 LEC en relación con 
el art. 465.5 LEC, y por infracción de la 
jurisprudencia que desarrolla dichos preceptos en 
relación con el art. 24 CE, al incurrir la resolución 
impugnada en incongruencia interna (se citan las 
sentencias de la sala 326/2017, de 24 de mayo y 
507/2018, de 20 de septiembre).  

En el desarrollo del motivo se alega que: 

"[E]l fallo se aparta del contenido del resto de la 
Sentencia ya que en la misma se está afirmando 
que el comprador está legitimado para instar la 
resolución unilateral del contrato, luego se está 
afirmando que se exige desde el punto de vista 
procesal que se inste la resolución del contrato 
(aunque sea con carácter unilateral) y dicha acción 
no se ha ejercitado ni antes ni durante el 
procedimiento.". 

1.2 El motivo segundo también se formula, al 
amparo del art. 469.1.2.° LEC, por infracción de las 
normas procesales reguladoras de la sentencia, 
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concretamente el art. 218.1 LEC en relación con el 
art. 465.5 LEC, y por infracción de la Jurisprudencia 
que desarrolla dichos preceptos en relación con el 
art. 24 CE, si bien en este caso al incurrir la 
resolución impugnada en incongruencia extra 
petita (se cita la sentencia de la sala 294/2019, de 
5 de febrero).  

En el desarrollo del motivo se alega que: 

"[l]a sentencia impugnada no resuelve el recurso 
de apelación deducido de forma coherente con las 
pretensiones formuladas por la parte recurrente 
en su escrito de demanda, puesto que solo 
interesa la reclamación de una suma de dinero 
que constituía parte del precio de la compraventa, 
sin accionar sobré la resolución de la misma. Al 
estimarse en el fallo la reclamación de cantidad 
interesada se está resolviendo judicialmente el 
contrato de compraventa cuando dicha acción no 
se ha ejercitado y cuando mis mandantes han 
mantenido a lo largo del procedimiento su 
disponibilidad de cumplimiento del contrato". 

Alegaciones de la parte recurrida  

2. La parte recurrida niega que la sentencia dictada 
por la Audiencia Provincial adolezca de 
incongruencia interna o incurra en incongruencia 
extra petita.  

Decisión de la sala  

3. Dada su relación, la respuesta de la sala a los dos 
motivos va a ser conjunta.  

En la sentencia 825/2022, de 23 de noviembre, 
recordamos, con cita de la sentencia 18 de 
diciembre de 2003, que:  

"[l]a incongruencia interna puede tener lugar por 
contradicción entre los pronunciamientos de un 
fallo, o bien entre la conclusión sentada en la 
fundamentación jurídica como consecuencia de la 
argumentación decisiva -"ratio decidendi"- y el 
fallo, o con alguno de sus pronunciamientos. Para 
que se produzca esta segunda modalidad de 
incongruencia interna será preciso que la 
contradicción sea clara e incuestionable, pues en 
otro caso, prevalece el fallo, sin perjuicio de que la 
obscuridad en el razonamiento pueda servir de 

sustento a otro vicio de la sentencia distinto de la 
incongruencia...". 

Y en la sentencia 421/2023, de 28 de marzo, 
declaramos sobre la incongruencia y, más 
concretamente, sobre la incongruencia extra 
petita, que:  

"[C]onforme a reiterada jurisprudencia de la sala 
que, por sobradamente conocida, es ocioso citar, 
la congruencia exige una correlación entre los 
pedimentos de las partes y el fallo de la sentencia, 
teniendo en cuenta la petición y la causa de pedir. 
Adquiere relevancia constitucional, con infracción 
no sólo de los preceptos procesales ( art. 218.1 
LEC), sino también del art. 24 CE, cuando afecta al 
principio de contradicción, si se modifican 
sustancialmente los términos del debate procesal, 
ya que de ello se deriva una indefensión a las 
partes, que al no tener conciencia del alcance de 
la controversia no pueden actuar adecuadamente 
en defensa de sus intereses.  

"A su vez, para decretar si una sentencia es 
incongruente, en su modalidad de incongruencia 
extra petita, por haberse pronunciado sobre 
determinados extremos al margen de lo solicitado 
por las partes, debe realizarse un proceso 
comparativo entre el suplico integrado en el 
escrito de demanda y, en su caso, de contestación, 
y la parte resolutiva de las sentencias que deciden 
el pleito.".  

La argumentación de la Audiencia Provincial 
adolece de cierta turbiedad conceptual al utilizar 
de forma indistinta las expresiones "desistimiento 
unilateral" y "resolución unilateral", pero en ella 
no se afirma, en ningún momento, que la parte 
actora tenga que ejercitar la acción de resolución 
contractual para poder dar lugar a la reclamación 
de cantidad formulada en la demanda. La razón de 
la decisión del tribunal de apelación es que la 
estipulación sexta faculta a la parte compradora 
para desvincularse ("apartarse") del contrato con 
la sola pérdida del quince por ciento de las 
cantidades entregadas en concepto de precio, lo 
que conlleva, como consecuencia, que la parte 
vendedora esté obligada a reintegrar el resto de 
dichas cantidades. Siendo esto lo que se solicita en 
la demanda. Y lo que, en definitiva, resuelve la 
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Audiencia Provincial al condenar a los 
demandados en el fallo de la sentencia dictada a 
pagar a la actora la cantidad de 30 600 euros, 
además de los intereses y las costas. 

Por lo tanto, es claro, como sostiene con razón la 
recurrida, que la sentencia dictada por la 
Audiencia Provincial no adolece de incongruencia 
interna ni incurre en incongruencia extra petita, lo 
que conlleva el rechazo de los dos motivos y la 
desestimación del recurso extraordinario por 
infracción procesal.  

Recurso de casación  

TERCERO. Motivos del recurso. Alegaciones de la 
parte recurrida. Decisión de la sala  

Motivos del recurso  

1. El recurso de casación se funda, también, en dos 
motivos.  

1.1 En el motivo primero, al amparo del art. 
477.2.3.º LEC, se denuncia la incorrecta aplicación 
del art. 1281 CC que conlleva la infracción por 
inaplicación de los arts. 1153 y 1256 CC, así como 
la conculcación por la sentencia recurrida de la 
doctrina jurisprudencial recogida, entre otras, en 
las sentencias 580/2013, de 14 de octubre, 
648/2014, de 12 de noviembre y 583/2018, de 17 
de octubre.  

En el desarrollo del motivo se alega: 

i) Que la cláusula sexta del contrato no es una 
cláusula de desistimiento unilateral, puesto que el 
dinero que en su día se entregó por la parte 
compradora no tiene el concepto de arras o señal, 
sino que es parte del pago del precio, lo que no ha 
sido controvertido en ninguna fase del 
procedimiento. Que, además, para que 
efectivamente estuviésemos ante una cláusula de 
desistimiento unilateral así se debería haber 
hecho constar expresamente en el contrato, y en 
la cláusula en cuestión no se indica ninguna 
facultad o derecho a favor del desistimiento 
unilateral del contrato, y, menos aún, a favor del 
desistimiento unilateral del comprador que 
incumple el pago a que está obligado por el 
contrato de compraventa. Y que entenderlo de 
otro modo supone la infracción por inaplicación de 

lo dispuesto en los arts. 1153 y 1256 CC, 
resultando en virtud de este último precepto que, 
la validez y el cumplimiento del contrato no puede 
quedar al arbitrio de uno de los contratantes.  

ii) Que en la indicada cláusula lo que se está 
regulando es la consecuencia que se produciría en 
caso de incumplimiento por parte del comprador 
siempre y cuando por el vendedor se optara por la 
resolución del contrato, por lo que, si no se ha 
resuelto el contrato, la cláusula no puede 
desplegar sus efectos determinando la pérdida 
por parte del comprador del quince por ciento de 
lo pagado, y que entenderlo de otro modo 
vulneraría igualmente lo dispuesto en el art. 1153 
CC, puesto que el deudor no puede eximirse de 
cumplir la obligación pagando la pena, sino en el 
caso de que expresamente le hubiese sido 
reservado este derecho, como tampoco el 
acreedor puede exigir conjuntamente el 
cumplimiento de la obligación y la satisfacción de 
la pena, sin que esta facultad le haya sido 
claramente otorgada.  

iii) En definitiva, que la cláusula sexta del contrato 
entraña un negocio condicionado a la existencia 
del incumplimiento de otro negocio tenido por 
principal, que es la compraventa, y la eficacia de 
dicha cláusula sexta está condicionada a que se dé 
el supuesto de incumplimiento por parte del 
comprador y a que, además, se lleve a cabo la 
resolución de contrato, pues si en lugar de optar 
por la resolución del contrato se opta por su 
cumplimiento la cláusula no despliega su 
contenido o eficacia. 

1.2 En el motivo segundo, al amparo del art. 
477.2.3.º LEC, se denuncia la incorrecta aplicación 
del art. 1281 CC que conlleva la infracción por 
inaplicación de los arts. 1124 y 1504 CC, así como 
la conculcación por la sentencia recurrida de la 
doctrina jurisprudencial recogida, entre otras, en 
las sentencias 71/2017, de 8 de febrero y 77/2018, 
de 14 de febrero.  

En el desarrollo del motivo se alega que la 
Audiencia Provincial ha obviado el contenido de 
los arts. 1124 y 1504 CC, infringiéndolos por 
inaplicación, puesto que en el caso, tal y como 
sostiene correctamente el juzgado, el contrato de 
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compraventa no se ha resuelto y el comprador que 
ha incumplido no está legitimado para ejercitar la 
acción de resolución frente al vendedor que no ha 
incumplido, y que, además, sigue en condiciones 
de poder cumplir, elevando a escritura pública la 
finca registral objeto de la compraventa, y que en 
este sentido el art. 1124 CC faculta al que ha 
cumplido o está en condiciones de hacerlo frente 
al que no lo ha hecho para optar por la resolución 
del contrato o por su cumplimiento.  

Alegaciones de la parte recurrida  

2. La recurrida se opone alegando que en el 
presente supuesto nos encontramos ante un 
contrato atípico de carácter privado que se 
formalizó con un carácter meramente obligatorio 
para las partes y por el que se reservó durante un 
periodo determinado el derecho sobre la vivienda 
mediante la entrega de una cantidad y en el que 
se establecieron las eventuales obligaciones de 
cada una de las partes y las consecuencias en caso 
de que no se cumplieran. Por un lado, se 
contempló la posibilidad de que la compradora 
pagara en el plazo convenido, y, por consiguiente, 
se otorgara la correspondiente escritura pública. 
Siendo en ese momento, cuando se formalizaría el 
contrato de compraventa. Como otra opción, se 
contempló la posibilidad de que la compradora 
incumpliera (el impago sin duda es un 
incumplimiento atribuible a la compradora), y, por 
tanto, el contrato se rescindiera, allanándose el 
comprador a afrontar la penalización establecida, 
consistente en la pérdida del quince por ciento de 
las cantidades entregadas. Siendo tal la voluntad e 
intención de las partes, recogiéndose así en la 
cláusula objeto de interpretación.  

Decisión de la sala  

3. Dada la estrecha relación existente entre los dos 
motivos, procede analizarlos conjuntamente.  

Estamos de acuerdo con la recurrente en que la 
estipulación sexta del contrato litigioso no es una 
cláusula de desistimiento unilateral a favor de la 
parte compradora, como la Audiencia Provincial 
aprecia incorrectamente. 

En ella no se faculta a la parte compradora para 
desvincularse del contrato dejándolo sin efecto 

por su libre y exclusiva voluntad, sin necesidad de 
fundarse en ninguna causa especial, y con la sola 
pérdida del quince por ciento de las cantidades 
entregadas como parte del precio de la 
compraventa, en cuyo caso sí se podría calificar 
dicha estipulación como cláusula de desistimiento 
unilateral con compensación económica por el 
hecho de desistir. 

Lo que se establece en dicha estipulación es una 
pena convencional para el caso de incumplimiento 
de la parte compradora por causa que le sea 
imputable, que, efectivamente, tal y como señala 
la parte recurrente, no le permite a aquella 
eximirse de la obligación pagando la pena, dado 
que no se le reserva expresamente este derecho, 
y tampoco le autoriza a ella a exigir 
conjuntamente el cumplimiento de la obligación y 
la satisfacción de la pena, puesto que no le otorga 
claramente dicha facultad. 

En lo que ya no estamos de acuerdo con la 
recurrente es en lo demás. 

La posibilidad de que la parte compradora, sin 
previa declaración de resolución contractual que 
no puede pedir, reclame, descontada la pena, las 
cantidades entregadas a cuenta del precio, no se 
puede negar con el argumento, de corte formal y 
discorde con las circunstancias del caso, de que es 
la parte vendedora la que tiene la capacidad de 
optar entre la resolución y el cumplimiento, y de 
que la estipulación sexta no desplegaría sus 
efectos si optara por el cumplimiento. 

Aceptar ese razonamiento supondría 
indefectiblemente, si la parte vendedora no 
pasara de la potencia al acto, es decir, de la 
posibilidad de optar a la realidad de hacerlo, que 
la parte compradora, que tampoco ostenta la 
posesión de la finca, pese a lo consignado en la 
estipulación quinta del contrato, perdiese contra 
lo expresamente pactado, tal y como dice la 
Audiencia Provincial, no el quince por ciento de 
todas las cantidades entregadas, sino el cien por 
cien de ellas. 

Con arreglo a la estipulación tercera del contrato 
litigioso, para otorgar la escritura pública de 
compraventa había plazo, en principio, hasta el día 
31 de mayo de 2008, todo lo más, de producirse la 
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prórroga también prevista en dicha estipulación, 
hasta el día 31 de mayo de 2009. Pues bien, 
cuando se presentó la demanda, el día 25 de julio 
de 2016, habían transcurrido desde entonces ocho 
años. En ningún momento, durante todo ese 
tiempo, expresó la parte compradora su intención 
de cumplir el contrato ni manifestó la parte 
vendedora su intención de reclamar su 
cumplimiento. Atendido el lapso temporal y el 
patente desinterés de las partes, evidenciado por 
su actitud omisiva, bien se puede decir que tan 
manifiesta ha sido la voluntad de la parte 
compradora de no cumplir el contrato como la 
voluntad de la parte vendedora de no reclamar su 
cumplimiento. 

Es más, que el cumplimiento del contrato ni 
siquiera haya sido planteado en este proceso 
judicial por la parte vendedora, una vez que la 
compradora interesa el reintegro de cantidades 
conforme a lo prevenido en la estipulación sexta, 
lo que aquella podía haber hecho por vía 
reconvencional, corrobora que no tiene un 
verdadero interés en que el contrato se cumpla, 
que la importancia que atribuye a la opción 
resolución/cumplimiento es puramente retórica, y 
que la interpretación que propone de la 
estipulación sexta lo que realmente persigue es su 
inefectividad, por lo que no cabe aceptar su 
planteamiento. 

Lo que se debe entender es que las partes 
pactaron que el incumplimiento del contrato por 
causa imputable a la parte compradora 
determinaba la resolución y consecuente pérdida 
en concepto de pena por parte de aquella del 
quince por ciento de todas las cantidades 
entregadas a cuenta del precio, salvo que la parte 
vendedora optara de forma real, es decir, 
pretendiera de forma efectiva, lo que no ha hecho, 
su cumplimiento. 

En el caso, como quiera que la salvedad no se da, 
hay que asumir, de conformidad con lo pactado 
por las partes y evidenciado por sus propios actos, 
que el contrato está resuelto con el efecto que las 
mismas establecieron en la estipulación sexta. 

En consecuencia, el recurso de casación se 
desestima, pues, aunque la argumentación de la 

Audiencia Provincial no es correcta, sí lo es, en 
cambio, su decisión, y como hemos señalado, de 
forma reiterada, no puede producir efecto 
casacional un motivo que no determine una 
alteración del fallo recurrido ni procede acoger un 
recurso cuando, pese al fundamento de alguno de 
los motivos que lo sustentan, el fallo deba ser 
mantenido con otros argumentos ( sentencia 
419/2023, de 28 de marzo, que se remite a la 
41/2019, de 22 de enero, y restantes citadas por 
esta).  

(…) 

Ver documento 

 

AUTO DEL JUZGADO DE LO MERCANTIL 10 DE 
BARCELONA DE 2 DE MAYO DE 2023 

(…) 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

PRIMERO.- Concreción de los hechos que me 
permiten plantear las cuestiones prejudiciales 
ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE). 

1. Estanislao , en julio de 2016, inició, por cuenta 
propia, un negocio dedicado a comercio al por 
menor de pan y productos de panadería, confitería 
y pastelería. Durante el primer año, podía cubrir 
costes, sin embargo, a partir del segundo la 
actividad comenzó a reducirse y con ello surgió la 
necesidad de recurrir a pequeños créditos para 
poder atender todos los costes asociados al 
negocio, hasta el punto de que la situación devino 
insostenible, procediendo al cierre del negocio en 
octubre de 2018, quedando varias deudas 
pendientes. 

2. Tras el cierre del negocio Estanislao , trabajó por 
cuenta ajena como empleado de dos empresas y 
posteriormente quedó desempleado. 

3. El 20 de abril de 2020, la AEAT impuso a 
Estanislao una sanción de multa de 504,99 €, con 
motivo de dejar de ingresar en plazo, en el año 
2018, una retención de cantidad que debía 
practicar sobre la renta que él pagaba de alquiler 
del local de negocio. 
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4. La AEAT consideró que la omisión de esa 
obligación de retención constituía una infracción 
muy grave tributaria tipificada en el artículo 191.4 
de la Ley 58/2003 General Tributaria al apreciar en 
la conducta una falta del cuidado que era exigible 
al contribuyente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias, que de haberse 
observado, le hubiese conducido a reconocer su 
deuda tributaria dentro de plazo mediante la 
oportuna autoliquidación. 

5. Estanislao , tras intentar un acuerdo 
extrajudicial de pagos por medio de un mediador 
concursal, solicitó, el 19 de junio de 2020, la 
declaración de concurso, relacionando créditos 
debidos por importe total de 143.021,35 €. 

6. Tras la liquidación de los bienes del concursado, 
entre los que se encontraba su vivienda, el 18 de 
octubre de 2022, Estanislao solicitó la exoneración 
provisional de parte créditos restantes que 
consideraba exonerables y propuso un plan de 
pagos respecto de los que consideraba no 
exonerables. 

7. La AEAT se opuso a la concesión de la 
exoneración por haber sido, Estanislao , 
sancionado en los diez años anteriores a la 
solicitud de la exoneración, por resolución 
administrativa firme por infracciones tributarias 
muy graves, sin estar satisfecha dicha sanción al 
momento de presentación de la solicitud de 
exoneración. 

SEGUNDO.- Derecho de la Unión Europea 1. 
Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre 
marcos de reestructuración preventiva, 
exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre 
medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y 
exoneración de deudas, y por la que se modifica la 
Directiva (UE) 2017/1132 Art. 1.1: " La presente 
Directiva establece normas sobre: a) los marcos de 
reestructuración preventiva disponibles para los 
deudores en dificultades financieras cuando la 
insolvencia sea inminente, con objeto de impedir 
la insolvencia y garantizar la viabilidad del deudor; 
b) los procedimientos para la exoneración de las 
deudas contraídas por empresarios insolventes, y 

c) las medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y 
exoneración de deudas." Art. 1.2 h) " La presente 
Directiva no se aplicará a los procedimientos a que 
se refiere el apartado 1 del presente artículo en el 
caso de deudores que constituyan: h) personas 
físicas que no tengan la condición de empresario." 
Art. 1.4: " Los Estados miembros podrán ampliar la 
aplicación de los procedimientos previstos en el 
apartado 1, letra b), a personas físicas insolventes 
que no sean empresarios. 

Los Estados miembros podrán limitar la aplicación 
del apartado 1, letra a), a las personas jurídicas." 
Art. 23: " Excepciones 1. Como excepción a lo 
dispuesto en los artículos 20 a 22, los Estados 
miembros podrán mantener o introducir 
disposiciones que denieguen o restrinjan el acceso 
a la exoneración de deudas o revoquen dicha 
exoneración o que establezcan plazos más largos 
para la obtención de la plena exoneración de 
deudas o períodos de inhabilitación más largos 
cuando el empresario insolvente haya actuado de 
forma deshonesta o de mala fe, según la 
normativa nacional, respecto a los acreedores en 
el momento de endeudarse, durante el 
procedimiento de insolvencia o durante el pago de 
la deuda, sin perjuicio de las normas nacionales en 
materia de carga de la prueba. 

2. Como excepción a lo dispuesto en los artículos 
20 a 22, los Estados miembros podrán mantener o 
introducir disposiciones que denieguen o 
restrinjan el acceso a la exoneración de deudas o 
revoquen una exoneración o que establezcan 
plazos más largos para la obtención de la plena 
exoneración de deudas o períodos de 
inhabilitación más largos en determinadas 
circunstancias bien definidas y siempre que tales 
excepciones estén debidamente justificadas, 
como en los casos siguientes: a) cuando el 
empresario insolvente haya vulnerado 
sustancialmente las obligaciones asumidas en 
virtud de un plan de pagos o cualquier otra 
obligación jurídica orientada a salvaguardar los 
intereses de los acreedores, incluida la obligación 
de maximizar los rendimientos para los 
acreedores; b) cuando el empresario insolvente 
haya incumplido sus obligaciones en materia de 
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información o cooperación con arreglo al Derecho 
de la Unión y nacional; c) en caso de solicitudes 
abusivas de exoneración de deudas; d) en caso de 
presentación de una nueva solicitud de 
exoneración dentro de un determinado plazo a 
partir del momento en que el empresario 
insolvente haya obtenido la plena exoneración de 
deudas o del momento en que se le haya 
denegado la plena exoneración de deudas debido 
a una vulneración grave de sus obligaciones de 
información o cooperación; e) cuando no esté 
cubierto el coste del procedimiento conducente a 
la exoneración de deudas, o f) cuando sea 
necesaria una excepción para garantizar el 
equilibrio entre los derechos del deudor y los 
derechos de uno o varios acreedores. 

3. Como excepción a lo dispuesto en el artículo 21, 
los Estados miembros podrán prever unos plazos 
de exoneración más largos en los casos en que: a) 
una autoridad judicial o administrativa apruebe u 
ordene medidas cautelares para salvaguardar la 
residencia principal del empresario insolvente y, 
cuando corresponda, de su familia, o los activos 
esenciales para que el empresario pueda 
continuar su actividad comercial, industrial, 
artesanal o profesional, o b) no se ejecute la 
vivienda principal del empresario insolvente y, 
cuando corresponda, de su familia. 

4. Los Estados miembros podrán excluir algunas 
categorías específicas de la exoneración de 
deudas, o limitar el acceso a la exoneración de 
deudas, o establecer un plazo más largo para la 
exoneración de deudas en caso de que tales 
exclusiones, restricciones o prolongaciones de 
plazos estén debidamente justificadas, en los 
siguientes casos: a) deudas garantizadas; b) 
deudas derivadas de sanciones penales o 
relacionadas con estas; c) deudas derivadas de 
responsabilidad extracontractual; d) deudas 
relativas a obligaciones de alimentos derivadas de 
relaciones de familia, de parentesco, de 
matrimonio o de afinidad; e) deudas contraídas 
tras la solicitud o la apertura del procedimiento 
conducente a la exoneración de deudas, y f) 
deudas derivadas de la obligación de pagar los 
costes de un procedimiento conducente a la 
exoneración de deudas. 

5. Como excepción a lo dispuesto en el artículo 22, 
los Estados miembros podrán establecer períodos 
de inhabilitación más largos o indefinidos cuando 
el empresario insolvente sea miembro de una 
profesión: a) a la que se aplican normas éticas 
específicas o normas específicas en materia de 
reputación o conocimientos especializados, y el 
empresario haya infringido dichas normas, o b) 
relacionada con la gestión de bienes de terceros. 

El párrafo primero también se aplicará cuando un 
empresario insolvente solicite acceder a las 
profesiones que se mencionan en las letras a) o b) 
de dicho párrafo. 

6. La presente Directiva se entiende sin perjuicio 
de las normas nacionales relativas a las 
inhabilitaciones distintas de las mencionadas en el 
artículo 22 dictadas por una autoridad judicial o 
administrativa."  

TERCERO.- Derecho nacional de España 1. Real 
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Concursal, en el redactado operado por la Ley 
16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto 
refundido de la Ley Concursal, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, 
para la transposición de la Directiva (UE) 
2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de junio de 2019, sobre marcos de 
reestructuración preventiva, exoneración de 
deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para 
aumentar la eficiencia de los procedimientos de 
reestructuración, insolvencia y exoneración de 
deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 
2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
sobre determinados aspectos del Derecho de 
sociedades (Directiva sobre reestructuración e 
insolvencia): Artículo 486. Ámbito de aplicación. 

" El deudor persona natural, sea o no empresario, 
podrá solicitar la exoneración del pasivo 
insatisfecho en los términos y condiciones 
establecidos en esta ley, siempre que sea deudor 
de buena fe: 1 .º Con sujeción a un plan de pagos 
sin previa liquidación de la masa activa, conforme 
al régimen de exoneración contemplado en la 
subsección 1.ª de la sección 3.ª siguiente; o 2 .º 
Con liquidación de la masa activa sujetándose en 
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este caso la exoneración al régimen previsto en la 
subsección 2.ª de la sección 3.ª siguiente si la 
causa de conclusión del concurso fuera la 
finalización de la fase de liquidación de la masa 
activa o la insuficiencia de esa masa para satisfacer 
los créditos contra la masa." Artículo 487. 
Excepción. 

" 1. No podrá obtener la exoneración del pasivo 
insatisfecho el deudor que se encuentre en alguna 
de las circunstancias siguientes: 1 .º Cuando, en los 
diez años anteriores a la solicitud de la 
exoneración, hubiera sido condenado en 
sentencia firme a penas privativas de libertad, aun 
suspendidas o sustituidas, por delitos contra el 
patrimonio y contra el orden socioeconómico, de 
falsedad documental, contra la Hacienda Pública y 
la Seguridad Social o contra los derechos de los 
trabajadores, todos ellos siempre que la pena 
máxima señalada al delito sea igual o superior a 
tres años, salvo que en la fecha de presentación de 
la solicitud de exoneración se hubiera extinguido 
la responsabilidad criminal y se hubiesen 
satisfecho las responsabilidades pecuniarias 
derivadas del delito. 

2 .º Cuando, en los diez años anteriores a la 
solicitud de la exoneración, hubiera sido 
sancionado por resolución administrativa firme 
por infracciones tributarias muy graves, de 
seguridad social o del orden social, o cuando en el 
mismo plazo se hubiera dictado acuerdo firme de 
derivación de responsabilidad, salvo que en la 
fecha de presentación de la solicitud de 
exoneración hubiera satisfecho íntegramente su 
responsabilidad. 

En el caso de infracciones graves, no podrán 
obtener la exoneración aquellos deudores que 
hubiesen sido sancionados por un importe que 
exceda del cincuenta por ciento de la cuantía 
susceptible de exoneración por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria a la que se refiere el 
artículo 489.1.5.º, salvo que en la fecha de 
presentación de la solicitud de exoneración 
hubieran satisfecho íntegramente su 
responsabilidad. 

3 .º Cuando el concurso haya sido declarado 
culpable. No obstante, si el concurso hubiera sido 

declarado culpable exclusivamente por haber 
incumplido el deudor el deber de solicitar 
oportunamente la declaración de concurso, el juez 
podrá atender a las circunstancias en que se 
hubiera producido el retraso. 

4 .º Cuando, en los diez años anteriores a la 
solicitud de la exoneración, haya sido declarado 
persona afectada en la sentencia de calificación 
del concurso de un tercero calificado como 
culpable, salvo que en la fecha de presentación de 
la solicitud de exoneración hubiera satisfecho 
íntegramente su responsabilidad. 

5 .º Cuando haya incumplido los deberes de 
colaboración y de información respecto del juez 
del concurso y de la administración concursal. 

6 .º Cuando haya proporcionado información falsa 
o engañosa o se haya comportado de forma 
temeraria o negligente al tiempo de contraer 
endeudamiento o de evacuar sus obligaciones, 
incluso sin que ello haya merecido sentencia de 
calificación del concurso como culpable. Para 
determinar la concurrencia de esta circunstancia 
el juez deberá valorar: a) La información 
patrimonial suministrada por el deudor al 
acreedor antes de la concesión del préstamo a los 
efectos de la evaluación de la solvencia 
patrimonial. 

b) El nivel social y profesional del deudor. 

c) Las circunstancias personales del 
sobreendeudamiento. 

d) En caso de empresarios, si el deudor utilizó 
herramientas de alerta temprana puestas a su 
disposición por las Administraciones Públicas. 

2. En los casos a que se refieren los números 3.º y 
4.º del apartado anterior, si la calificación no fuera 
aún firme, el juez suspenderá la decisión sobre la 
exoneración del pasivo insatisfecho hasta la 
firmeza de la calificación. 

En relación con el supuesto contemplado en el 
número 6.º del apartado anterior, corresponderá 
al juez del concurso la apreciación de las 
circunstancias concurrentes respecto de la 
aplicación o no de la excepción, sin perjuicio de la 
prejudicialidad civil o penal." 2. Ley 58/2003, de 17 
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de diciembre, General Tributaria: Art. 191: " 
Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda 
tributaria que debiera resultar de una 
autoliquidación. 

1. Constituye infracción tributaria dejar de 
ingresar dentro del plazo establecido en la 
normativa de cada tributo la totalidad o parte de 
la deuda tributaria que debiera resultar de la 
correcta autoliquidación del tributo, salvo que se 
regularice con arreglo al artículo 27 o proceda la 
aplicación del párrafo b) del apartado 1 del 
artículo 161, ambos de esta ley. 

También constituye infracción tributaria la falta de 
ingreso total o parcial de la deuda tributaria de los 
socios, herederos, comuneros o partícipes 
derivada de las cantidades no atribuidas o 
atribuidas incorrectamente por las entidades en 
atribución de rentas. 

La infracción tributaria prevista en este artículo 
será leve, grave o muy grave de acuerdo con lo 
dispuesto en los apartados siguientes. 

La base de la sanción será la cuantía no ingresada 
en la autoliquidación como consecuencia de la 
comisión de la infracción. 

2. La infracción tributaria será leve cuando la base 
de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros o, 
siendo superior, no exista ocultación. 

La infracción no será leve, cualquiera que sea la 
cuantía de la base de la sanción, en los siguientes 
supuestos: a) Cuando se hayan utilizado facturas, 
justificantes o documentos falsos o falseados, 
aunque ello no sea constitutivo de medio 
fraudulento. 

b) Cuando la incidencia de la llevanza incorrecta de 
los libros o registros represente un porcentaje 
superior al 10 por ciento de la base de la sanción. 

c) Cuando se hayan dejado de ingresar cantidades 
retenidas o que se hubieran debido retener o 
ingresos a cuenta. 

La sanción por infracción leve consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 por ciento. 

3. La infracción será grave cuando la base de la 
sanción sea superior a 3.000 euros y exista 
ocultación. 

La infracción también será grave, cualquiera que 
sea la cuantía de la base de la sanción, en los 
siguientes supuestos: a) Cuando se hayan utilizado 
facturas, justificantes o documentos falsos o 
falseados, sin que ello sea constitutivo de medio 
fraudulento. 

b) Cuando la incidencia de la llevanza incorrecta de 
los libros o registros represente un porcentaje 
superior al 10 por ciento e inferior o igual al 50 por 
ciento de la base de la sanción. 

c) Cuando se hayan dejado de ingresar cantidades 
retenidas o que se hubieran debido retener o 
ingresos a cuenta, siempre que las retenciones 
practicadas y no ingresadas, y los ingresos a 
cuenta repercutidos y no ingresados, representen 
un porcentaje inferior o igual al 50 por ciento del 
importe de la base de la sanción. 

La utilización de medios fraudulentos determinará 
que la infracción sea calificada en todo caso como 
muy grave. 

La sanción por infracción grave consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 al 100 por ciento y 
se graduará incrementando el porcentaje mínimo 
conforme a los criterios de comisión repetida de 
infracciones tributarias y de perjuicio económico 
para la Hacienda Pública, con los incrementos 
porcentuales previstos para cada caso en los 
párrafos a) y b) del apartado 1 del artículo 187 de 
esta ley. 

4. La infracción será muy grave cuando se 
hubieran utilizado medios fraudulentos. 

La infracción también será muy grave, aunque no 
se hubieran utilizado medios fraudulentos, 
cuando se hubieran dejado de ingresar cantidades 
retenidas o que se hubieran debido retener o 
ingresos a cuenta, siempre que las retenciones 
practicadas y no ingresadas, y los ingresos a 
cuenta repercutidos y no ingresados, representen 
un porcentaje superior al 50 por ciento del 
importe de la base de la sanción. 
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La sanción por infracción muy grave consistirá en 
multa pecuniaria proporcional del 100 al 150 por 
ciento y se graduará incrementando el porcentaje 
mínimo conforme a los criterios de comisión 
repetida de infracciones tributarias y de perjuicio 
económico para la Hacienda Pública, con los 
incrementos porcentuales previstos para cada 
caso en los párrafos a) y b) del apartado 1 del 
artículo 187 de esta ley. 

5. Cuando el obligado tributario hubiera obtenido 
indebidamente una devolución y como 
consecuencia de la regularización practicada 
procediera la imposición de una sanción de las 
reguladas en este artículo, se entenderá que la 
cuantía no ingresada es el resultado de adicionar 
al importe de la devolución obtenida 
indebidamente la cuantía total que hubiera 
debido ingresarse en la autoliquidación y que el 
perjuicio económico es del 100 por ciento. 

En estos supuestos, no será sancionable la 
infracción a la que se refiere el artículo 193 de esta 
ley, consistente en obtener indebidamente una 
devolución. 

6. No obstante lo dispuesto en los apartados 
anteriores, siempre constituirá infracción leve la 
falta de ingreso en plazo de tributos o pagos a 
cuenta que hubieran sido incluidos o regularizados 
por el mismo obligado tributario en una 
autoliquidación presentada con posterioridad sin 
cumplir los requisitos establecidos en el apartado 
4 del artículo 27 de esta ley para la aplicación de 
los recargos por declaración extemporánea sin 
requerimiento previo. 

Lo previsto en este apartado no será aplicable 
cuando la autoliquidación presentada incluya 
ingresos correspondientes a conceptos y períodos 
impositivos respecto a los que se hubiera 
notificado previamente un requerimiento de la 
Administración tributaria."  

CUARTO.- Justificación del planteamiento de la 
cuestión prejudicial. 

1. El art. 1.2 de la referida Directiva (UE) 
2019/1023 delimita el ámbito subjetivo de la 
norma en el sentido que la Directiva no se aplicará 
a los procedimientos que tienen por objeto la 

Directiva en el caso de deudores que constituyan 
personas físicas que no tengan la condición de 
empresario. Sin embargo, el art. 1.4 de la 
Directiva, apunta que los Estados miembros 
podrán ampliar la aplicación de los 
procedimientos previstos para la exoneración de 
las deudas contraídas por empresarios 
insolventes, a las personas físicas insolventes que 
no sean empresarios. 

2. En el presente caso el concursado, tanto en la 
solicitud de acuerdo extrajudicial de pagos, como 
en la demanda de concurso, explica que no es 
empresario. 

3. Por ello, la primera duda que me surge es si el 
legislador nacional, cuando opta por ampliar el 
ámbito subjetivo del régimen de exoneración a las 
personas físicas no empresarios, debe igualmente 
ajustar su régimen a las disposiciones de la 
Directiva que regulan la exoneración de las deudas 
contraídas por empresarios insolventes. 

4. En este sentido, se genera la duda de si la 
técnica legislativa utilizada por la Directiva, en el 
art.1.4, debe interpretarse como una directiva de 
armonización mínima en el sentido que el 
legislador europeo regula los mecanismos de 
exoneración de deudas de empresarios y que los 
Estados puedan establecer otras condiciones más 
restrictivas respecto de dichos mecanismos, o si 
bien, en este caso, la técnica legislativa utilizada es 
la de la extensión potestativa de armonización 
normativa, en el sentido que se confiere a los 
estados la posibilidad de extender el mecanismo 
armonizado de exoneración a los no empresarios. 

5. Si la Directiva tiene una finalidad de 
armonización de las legislaciones nacionales, en 
cuanto a la exoneración de las deudas de 
empresarios, y la Directiva contempla la 
posibilidad de que los estados, potestativamente, 
puedan extender el ámbito de aplicación de los 
mecanismos de exoneración a los no empresarios, 
¿debe entonces entenderse que si el estado 
decide regular mecanismos de exoneración para 
no empresarios, debe realizar una norma de 
transposición que respete lo previsto en el Título 
III de la Directiva (arts. 20 a 24) para que resulte 
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también armonizado el ámbito de extensión 
potestativa de la Directiva?. 

6. Si la respuesta a esa primera cuestión fuera 
afirmativa, la siguiente cuestión que se plantea es 
la relativa a la interpretación y alcance del 
concepto de comportamiento deshonesto que 
contempla el art. 23 de la Directiva y la adecuación 
de la normativa nacional respecto de las 
excepciones a la exoneración, a las previsiones de 
la Directiva. 

7. El art. 23 de la Directiva, en lo referente a las 
circunstancias que pueden suponer la denegación 
del acceso a la exoneración, señala dos grupos de 
supuestos: 1. Cuando el empresario insolvente 
haya actuado de forma deshonesta o de mala fe, 
según la normativa nacional, respecto a los 
acreedores en el momento de endeudarse, 
durante el procedimiento de insolvencia o durante 
el pago de la deuda, sin perjuicio de las normas 
nacionales en materia de carga de la prueba. 

2. En determinadas circunstancias bien definidas y 
siempre que tales excepciones estén debidamente 
justificadas, señalando a continuación, la norma 
comunitaria: " como en los casos siguientes" y 
seguidamente señalando seis supuestos 
relacionados en los apartados "a" a "f". 

8. El artículo 191.4 de la Ley 58/2003 General 
Tributaria contempla dos tipos de 
comportamientos que pueden subsumirse como 
infracción tributaria muy grave. Así distingue el 
precepto dos apartados diferentes: 1. La 
infracción será muy grave cuando se hubieran 
utilizado medios fraudulentos. 

2. La infracción también será muy grave, aunque 
no se hubieran utilizado medios fraudulentos, 
cuando se hubieran dejado de ingresar cantidades 
retenidas o que se hubieran debido retener o 
ingresos a cuenta, siempre que las retenciones 
practicadas y no ingresadas, y los ingresos a 
cuenta repercutidos y no ingresados, representen 
un porcentaje superior al 50 por ciento del 
importe de la base de la sanción. 

9. La AEAT, en la resolución sancionadora, atribuye 
al concursado la comisión de una infracción muy 
grave al observar en la conducta del concursado " 

una falta del cuidado que era exigible al 
contribuyente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias, que de haberse 
observado, le hubiese conducido a reconocer su 
deuda tributaria dentro de plazo mediante la 
oportuna autoliquidación". 

10. En el caso enjuiciado, el concursado ha dejado 
de ingresar cantidades retenidas por una falta del 
cuidado que era exigible al contribuyente en el 
cumplimiento de sus obligaciones tributarias, sin 
que se haya observado la utilización de medios 
fraudulentos. 

11. En estas circunstancias la duda que se me 
suscita es: ¿el alcance del concepto de 
comportamiento deshonesto que recoge el art.23 
de la Directiva incluye comportamientos del 
deudor negligentes o imprudentes que sean la 
causa de la generación de una deuda?. 

12. Si la respuesta a esa segunda cuestión fuera 
negativa, la siguiente cuestión que se me suscita 
es la relativa al alcance de la expresión del art. 23.2 
de la Directiva consistente en: " circunstancias 
bien definidas y siempre que tales excepciones 
estén debidamente justificadas, como en los casos 
siguientes". 

13. ¿Los supuestos recogidos en las letras "a" a "f" 
del artículo 23.2 de la Directiva son una lista 
tasada de circunstancias bien definidas y 
justificadas o los estados pueden introducir otras 
circunstancias bien definidas y justificadas? 14. Si 
la respuesta a esa cuarta pregunta fuera que los 
estados pueden introducir otras circunstancias 
bien definidas y justificadas que denieguen o 
restrinjan el acceso a la exoneración de deudas, 
¿la justificación de la introducción de las 
circunstancias que define el estado deben ser en 
todo caso comportamientos deshonestos o de 
mala fe? 15. La posibilidad o no de introducir otras 
circunstancias diferentes a las relacionadas en las 
letras "a" a "f" del artículo 23.2 de la Directiva, 
justificaría que la legislación nacional pudiera 
contemplar las sanciones por infracciones 
tributarias muy graves . 

16. Si las respuestas a la cuarta y quinta preguntas 
fueran que los estados no pueden introducir 
circunstancias diferentes a las relacionadas en las 
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letras "a" a "f" del artículo 23.2 de la Directiva; o 
que si introducen otras conductas, diferentes, 
bien definidas, deben justificarse en 
comportamientos deshonestos o de mala fe del 
deudor; en ese caso se me plantea la quinta 
cuestión referida a la adecuación del art. 487.1.2º 
del texto refundido de la Ley Concursal, con el 
redactado operado por la Ley 16/2022, dado que 
dicho precepto no hace ninguna distinción en 
cuanto al tipo de infracción tributaria muy grave y 
opera como un automatismo de barrera de acceso 
a la exoneración en todo caso, sin tener en cuenta 
si la infracción tributaria muy grave responde o no 
a un comportamiento deshonesto o de mala fe del 
deudor. 

Dicha falta de distinción de conductas me plantea 
la duda relativa a: ¿una interpretación conforme 
del art. 23 de la Directiva implica dejar de aplicar 
un precepto como el art. 487.1.2º del texto 
refundido de la Ley Concursal cuando se observe 
que la infracción tributaria muy grave responde a 
un comportamiento del deudor que no es 
deshonesto ni de mala fe?. 

17. Teniendo en cuenta que los órganos 
jurisdiccionales de los Estados miembros pueden 
plantear al Tribunal de Justicia cuestiones relativas 
a la interpretación o a la validez del Derecho de la 
Unión si estiman necesaria una decisión al 
respecto del Tribunal de Justicia para poder dictar 
el fallo de sus sentencias, conforme al artículo 267 
TFUE, párrafo segundo y teniendo, además, en 
cuenta que una petición de decisión prejudicial 
puede revelarse especialmente útil cuando se 
suscite ante el órgano jurisdiccional nacional una 
nueva cuestión de interpretación que presente un 
interés general para la aplicación uniforme del 
Derecho de la Unión, o bien cuando la 
jurisprudencia existente no parezca ofrecer la 
claridad imprescindible en un con texto jurídico o 
fáctico inédito, elevo al TJUE las siguientes 
cuestiones necesarias para poder resolver la 
controversia que se plantea en el supuesto de 
autos. 

Visto lo cual,  

FALLO:  

Acuerdo elevar al Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea las siguientes cuestiones necesarias para 
poder dictar sentencia en las presentes 
actuaciones: Primera: ¿Si el legislador nacional 
opta por ampliar la aplicación de los 
procedimientos previstos para la exoneración de 
las deudas contraídas por empresarios 
insolventes, a las personas físicas insolventes que 
no sean empresarios, como contempla el art. 1.4 
de Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
debe ajustar necesariamente su regulación a las 
previsiones contenidas en el Título III de la 
Directiva? Si la respuesta a esa primera cuestión 
fuera afirmativa, Segunda: ¿El alcance del 
concepto de comportamiento deshonesto que 
recoge el art.23.1 de la Directiva 2019/1023 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019, incluye comportamientos del deudor 
negligentes o imprudentes que sean la causa de la 
generación de una deuda? Si la respuesta a esa 
segunda cuestión fuera negativa, Tercera: ¿Los 
supuestos recogidos en las letras "a" a " f" del 
artículo 23.2 de la Directiva (UE) 2019/1023 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019, son una lista tasada de circunstancias 
bien definidas y justificadas o los estados pueden 
introducir otras circunstancias bien definidas y 
justificadas? Si la respuesta la tercera cuestión 
fuera que los estados pueden introducir otras 
circunstancias bien definidas y justificadas 
diferentes a los supuestos recogidos en las letras 
"a" a " f" del artículo 23.2 de la Directiva (UE) 
2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de junio de 2019, Cuarta: ¿las nuevas 
circunstancias bien definidas que introduce el 
estado deben estar en todo caso justificadas en 
comportamientos deshonestos o de mala fe? Si las 
respuestas a la cuarta y quinta preguntas fueran 
que los estados no pueden introducir 
circunstancias diferentes a las relacionadas en las 
letras "a" a " f" del artículo 23.2 de la Directiva (UE) 
2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de junio de 2019; o que si introducen otras 
conductas, diferentes, bien definidas, deben 
justificarse en comportamientos deshonestos o de 
mala fe del deudor, Quinta: ¿una interpretación 
conforme del art. 23 de la Directiva implica dejar 
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de aplicar un precepto como el art. 487.1.2º del 
texto refundido de la Ley Concursal cuando se 
observe que la infracción tributaria muy grave 
responde a un comportamiento del deudor que no 
es deshonesto ni de mala fe? Remítase testimonio 
de la presente resolución al Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, junto con una versión 
anonimizada de la misma y copia de los autos, en 
la forma prevista en los apartados 23 y 24 de las 
"Recomendaciones a los órganos jurisdiccionales 
nacionales, relativas al planteamiento de 
cuestiones prejudiciales", a través de la aplicación 
e-Curia. 

Remítase copia simple al Servicio de Relaciones 
Internacionales del Consejo General del Poder 
Judicial (REDUE, Red del CGPJ de Expertos en 
Derecho de la Unión Europea). 

Se acuerda la suspensión del presente 
procedimiento mientras que las citadas 
cuestiones prejudiciales remitidas no sean 
resueltas por el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. 

La presente resolución es firme y contra ella no 
cabe recurso alguno. 

(…) 

Ver documento 
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